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RESUMEN
El desplome de los precios del petróleo que la economía global presentó a partir del 2013
ha resultado como una oportunidad para que la industria de energías renovables surja en países
como Brasil y Colombia en pro de suplir la demanda y a la vez generar rentabilidad que se
traduzca en crecimiento económico. Adicionalmente, se tiene que en dichos países el marco
institucional ha sido un elemento fundamental para el progreso de estas actividades productivas
y por ello se hace necesario cuestionar cuál ha sido la efectividad del mismo para enfrentar la
coyuntura a nivel nacional, y en el mismo sentido mantener la seguridad energética para cada
caso. En virtud de esto, el presente texto parte de la metodología planteada por la CEPAL para
evaluar las políticas públicas propuestas en Brasil y Colombia, y sostiene que estas constituyen
una respuesta parcial para aumentar la participación de biocombustibles en el total de la
producción de energías, lo que ha limitado la capacidad de alcanzar la seguridad energética en
medio de la situación que atravesó el crudo en el período comprendido entre 2013 y 2016.

Palabras Clave: Seguridad Energética, Biocombustibles, CEPAL, Marco Institucional, Crisis
del petróleo, Brasil y Colombia

ABSTRACT
The drop of the oil prices that the global economy has experienced since 2013 has
represented an opportunity to develop the industry of renewable energies in countries such as
Brazil and Colombia, all of this in order to supply the demand and generate profitability
reflected as economic growth. Additionally, in those nations the institutional framework has
been an important issue for the advance of this productive activities, and in this sense, it is
mandatory to question how effective those laws have been to handle the juncture nationally
and consequently ensure the energy security in these countries. On this basis, the present text
take as reference the methodology designed by the ECLAC to assesses the public policies
established in Brazil and Colombia, and argue that the adopted policies constitutes a partial
reply to increase the participation of biofuels in the total amount of energy production,
limitations the capacity to reach energy security in the middle of the situation that the oil has
faced since 2013 to 2016.
Keywords: Energy Security, Biofuels, Institutional Framework, Oil Crises, ECLAC, Brazil
and Colombia.
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INTRODUCCIÓN
La Comunidad Internacional ha manifestado su preocupación por generar objetivos
consensuados acerca de los principales asuntos que atañen a la situación económica, social,
cultural y demás, a nivel global. Bajo esta dinámica, en el año 2015 se concretaron los
Objetivos de Desarrollo Sostenible para el 2030, donde uno de los más relevantes es el referente
al sector minero-energético: “Garantizar el acceso a una energía asequible, segura, sostenible
y moderna para todos” (ONU, 2017). Los bajos precios del petróleo en los últimos años han
significado una ruptura en la consecución de lo anterior, ya que, por el rol predominante que
este tiene como recurso energético a nivel mundial ha presionado a los miembros del Sistema
Internacional a buscar soluciones productivas en este sector, tanto a través del aumento en la
capacidad productiva como con la potencialización de otro tipo de fuentes; con el fin de
contrarrestar el déficit fiscal que esto -y la consecuente subida en la tasa de cambio del dólar
estadounidense- ha generado para los países exportadores.
Para ciertas economías latinoamericanas, esto ha representado la oportunidad de consolidar
su capacidad productiva en combustibles a partir de fuentes orgánicas que compensen la
dependencia económica y sobreexplotación de yacimientos fósiles no renovables, debido a la
fertilidad con la que cuentan sus territorios para hacer viable el cultivo y procesamiento de
biomasas, esencialmente bioetanol y biodiésel.
Brasil y Colombia, son grandes productores en la región y se encuentran dentro de las
economías que lideran la oferta mundial de biocombustibles líquidos. Por su parte, Brasil inició
la producción de alcohol hidratado con el Decreto 19717 de 1931 y actualmente sus principales
actividades productivas son en la región sudeste del país. En Colombia, el Gobierno introdujo
con la Ley 693 de 2001 la industria de biocombustibles en la economía, que ha podido resaltar
su labor en zonas como el Caribe y el Cauca por la extensión de tierras que producen caña de
azúcar y palma africana.
De esta manera, se tiene que para estos países, la consecución de Seguridad Energética a
nivel nacional ha estado ligada a variables como la diversificación de la canasta energética, la
reducción de emisiones contaminantes y el aprovechamiento de recursos sobre los cuales se
tienen excedentes productivos y son materias primas viables para la obtención directa de
biocombustibles. De hecho, se han logrado resultados como la reducción de 10 millones de
toneladas de emisiones de gases de efecto invernadero desde el 2008 hasta ahora y se han
presentado aumentos en la productividad de estos bienes gracias al incremento en la demanda
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tanto interna como externa (Agencia de Noticias Mexicanas, 2016). Empero, esto se ha
alcanzado bajo una constante dependencia al accionar estatal en elementos clave, como la
alícuota obligatoria, el desarrollo industrial y la generación de valor mediante la innovación en
pro de responder a los requerimientos del mercado mundial.
Por todo lo anterior, la presente investigación centra su estudio en el marco institucional del
sector de biocombustibles para los casos de Brasil y Colombia en pro de una Seguridad
Energética a nivel nacional, un tema bajo el cual la mayoría de investigaciones y estudios
fueron realizados antes del 2013, lo cual hace atractivo el análisis del impacto de la latente
caída de los precios del petróleo en la producción de biocombustibles para así constituir una
opinión crítica frente al rol y la efectividad del Estado en la promoción de esta industria en un
contexto crucial. De igual modo, los casos de Brasil y Colombia son de interés en la medida en
que si bien son países que han dependido históricamente del sector minero-energético, hoy se
destacan por ser los principales productores de combustibles a base de fuentes renovables
(biomasa) en Latinoamérica, haciendo evidente su potencial en este sector. Pese a esto, cabe
señalar que cada caso presenta ciertas particularidades y avances en materia de política pública
para energías, lo que hace necesario que sean estudiados por separado.
Desde la perspectiva profesional de Negocios y Relaciones Internacionales, es de vital
importancia enfatizar en cómo las acciones de cada Estado a nivel interno son las que
condicionan el cumplimiento de compromisos internacionales, en este caso la consecución de
la Seguridad Energética desde el ámbito doméstico conlleva a un acercamiento a la misma a
nivel internacional. Respecto a este elemento, se entiende que la latente caída de los precios
del petróleo es un desafío que demanda una respuesta adicional desde las instancias estatales,
entendiendo que los gobiernos cuentan con una responsabilidad cada vez mayor para garantizar
la seguridad en sus territorios, concepto que en la actualidad se define por variables que
trascienden el monopolio de la fuerza.
Por último, es pertinente reconocer que la coyuntura respecto al crudo está dando paso a la
incursión de empresarios en la industria de biocombustibles y ello abre los horizontes más allá
de una industria extractivista1 que ha demostrado no ser rentable en este momento, brindando
la posibilidad de una apertura económica, razón por la cual concierne al sector empresarial
entender cómo las políticas públicas están o no favoreciendo esta oportunidad de negocio.

1

Definido por Alberto Acosta (2012) como aquellas actividades que remueven grandes volúmenes de recursos
naturales que no son procesados, sobre todo para la exportación. Hace referencia tanto a la extracción de minerales
y petróleo como en áreas como la agrícola, forestal y pesquera.
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En este sentido, se plantea la pregunta de investigación ¿Cuál ha sido la efectividad del
marco institucional nacional de Brasil y Colombia en el sector de biocombustibles para
aumentar la producción de estos en el marco de la crisis en los precios del petróleo (201322016) en pro de una mayor Seguridad Energética?, y como hipótesis se propone que los marcos
institucionales de Brasil y Colombia han dado una respuesta parcial para impulsar la
producción de biocombustibles bajo el contexto de la caída de los precios del petróleo, lo cual
ha repercutido en la consecución de la Seguridad Energética de cada país. De esta manera el
objetivo general de la monografía es evaluar según la metodología de la CEPAL (la cual será
explicada en detalle en el desarrollo metodológico) el impacto de los marcos institucionales
nacionales de Brasil y Colombia para la industria de biocombustibles durante la latente crisis
del petróleo, en la consecución de la Seguridad Energética.
Las siguientes páginas darán cuenta de lo anterior, comenzando por un apartado
metodológico y un posterior marco de referencia, que se encuentran de manera diferenciada
dada la necesidad de hacer ciertas precisiones teóricas respecto al enfoque y referentes que se
tomaron para la elaboración de los mismos. Posterior a esto, se da inicio al primer desarrollo
capitular a lo largo del cual se caracterizará la evolución del marco institucional de Brasil y
Colombia en la promoción de la industria de biocombustibles, identificando las
particularidades de cada caso. En el segundo capítulo se analizarán las dinámicas de cambio de
las políticas en Brasil y Colombia para la industria de biocombustibles a raíz de la latente crisis
en la caída de los precios de petróleo, con el fin de luego señalar los efectos de las mismas para
cada caso. Por último, en el capítulo tres se estimará el impacto de las políticas existentes para
el sector de biocombustibles durante los años 2013 a 2016 sobre la seguridad energética de
Brasil y Colombia, a través del análisis de indicadores propuestos por la CEPAL (logro de
objetivo y efectividad). Como cierre, se encuentra la exposición de las conclusiones que se han
derivado de la investigación en cuestión, a saber de qué la caída en los precios del petróleo se
tomará como contexto, y no como una variable para desarrollar un estudio causal sobre la
correlación que esta tuvo con la elaboración de políticas públicas para biocombustibles.

Metodología
Dado el enfoque y propósito de esta investigación se desarrollará una metodología mixta,
donde se combinen elementos cualitativos -primordialmente desde el ámbito legislativo-, con

2

Se toma como punto de inicio el año 2013 reconociendo que las políticas públicas diseñadas en este año son las
que rigieron en la llegada del desplome de los precios del petróleo en el 2014.
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otros de índole cuantitativo -esencialmente análisis de indicadores-, que permitan realizar una
completa evaluación de los diferentes marcos institucionales y las implicaciones que ello tiene
para la seguridad energética de los países objeto de estudio. No obstante, se hace necesario
mencionar que, para un óptimo alcance de los objetivos planteados, la metodología propuesta
se compone de tres etapas.
En primera instancia, para el establecimiento de antecedentes, es pertinente abordar los
distintos referentes teóricos y demás aportes de la academia desde la literatura respecto al
concepto de seguridad energética, el papel de la industria de biocombustibles y el impacto de
las instituciones nacionales en lo anterior. Esto con el fin de describir en el marco teórico la
coyuntura sobre los precios del petróleo, así como el rol que juegan las políticas estatales, la
producción de energías verdes y los objetivos nacionales e internacionales en este proceso; para
lo cual se recurre a una revisión documental por medio de instrumentos como la matriz de
antecedentes.
Posteriormente, para la consecución en conjunto de los dos primeros objetivos específicos
que corresponden a los capítulos uno y dos, se llevará a cabo un estudio integral tanto de los
antecedentes en materia de legislación para biocombustibles que Brasil y Colombia han tenido
y la ruptura que esta misma ha presentado a raíz de la caída de los precios del crudo. En este
punto, se tomarán como referencia las normas, informes y datos presentados por distintas
organizaciones locales e internacionales, como es el caso los distintos ministerios de energía,
la Empresa de Pesquisa Energética, la Agência Nacional do Petróleo, Gás natural e
Biocombustíveis, la Federación Sindical del Petroleo, Gas y Biocombustibles, la Federación
Nacional de Biocombustibles de Colombia, la Comisión Económica para América Latina y el
Caribe (CEPAL), entre otros.
En último lugar, para el desarrollo del capítulo tres, es oportuno emprender el análisis
comprehensivo de todas las variables estudiadas con el propósito de lograr el fin principal de
esta monografía, evaluar el papel del marco institucional de Brasil, y Colombia en el alcance
de la seguridad energética, bajo la promoción de los biocombustibles durante una coyuntura
específica. En esta línea, Dunn (2008) entiende la evaluación de políticas públicas como un
procedimiento analítico encargado de proveer información sobre el desempeño de la política,
otro concepto y/o proceso de vital importancia para este trabajo- lo cual funciona como base
para la intervención de la política pública a lo largo del tiempo.
De esta manera y partiendo de lo anterior, es adecuado tomar en consideración la
metodología para evaluación de política pública planteada por la CEPAL, específicamente en
materia de desempeño y resultados. No obstante, cabe aclarar que si bien la CEPAL plantea
4

seis indicadores de resultados (logro de objetivos, efectividad, productos, eficiencia,
productividad y costo-efectividad) el estudio estará centrado en los dos primeros debido a que
no se cuenta con información disponible acerca del retorno de aquellas políticas donde el
Estado haya incurrido en un costo económico. Finalmente, se aclara que mientras el logro de
objetivos refleja la medición de elementos como la productividad; la efectividad está ligada al
impacto de esta sobre el propósito final, la seguridad energética.
Marco de Referencia
Como punto de partida se tiene que en los últimos años el concepto de seguridad se ha
extendido más allá de una noción militar, otros aspectos como crisis fronterizas, narcotráfico,
ciberataques, terrorismo, problemas medioambientales, escasez de recursos renovables y no
renovables y crisis energéticas, entre otros; tienen lugar en la esfera global y son de vital
importancia en el ámbito internacional y nacional, tanto así, que los esfuerzos por evitar estos
y mitigar sus consecuencias se ven reflejados en iniciativas colectivas y unitarias por parte de
los Estados, la sociedad civil y otros actores de la comunidad internacional. Por esta razón, en
aras de alcanzar una profundización teórica y conceptual en la materia de investigación, se hace
necesario describir cuáles han sido las principales investigaciones y opiniones que se han
generado en torno al mismo.
Inicialmente, Bridge (2015) enfatiza en que el concepto de Seguridad Energética surge en
el contexto de la crisis energética que se vivió en la década de los 70s por la volatilidad de los
precios del petróleo. En consecuencia, Simons (2008) contempla como definición tradicional
de la seguridad energética a la diversidad de fuentes y proveedores añadiendo de manera más
amplia la reducción de la dependencia a una única fuente importada, disminución en la
demanda, explotación de fuentes locales, y finalmente, la inclusión de fuentes renovables
tradicionales y no tradicionales. Por su parte, Escribano (2011) señala que el concepto clave de
la geopolítica de la energía es la seguridad energética, que cuenta con dos vertientes, el
abastecimiento que comprende el acceso a cantidades necesarias y precios asequibles para los
consumidores, y la demanda que hace referencia al acceso por parte de los productores a precios
debidamente remunerados.
Como una respuesta ante tal escenario, se da un rol protagónico a la producción de las
denominadas energías verdes o energías renovables, concebidas por Merino (2003) como
“aquellas que se producen de forma continua y son inagotables a escala humana” (pp. 2).
Dentro de la clasificación de las mismas se encuentran la energía eólica, la solar térmica y
5

fotovoltaica, la hidráulica, la geotérmica y finalmente, la biomasa y los biocarburantes, sobre
los que cabe decir que cuentan con la particularidad de que son inagotables en la medida en
que en su producción sean respetados los ciclos naturales de los mismos. En este último grupo
se destaca al Alcohol Carburante –también llamado Etanol Anhidro–, caracterizado por ser un
compuesto orgánico líquido cuya naturaleza es distinta a la de los hidrocarburos y cuenta con
un átomo de grupo hidroxilo (OH) enlazado a uno de carbon; los azúcares (principalmente caña
de azúcar), los almidones provenientes de la yuca y el maíz, y los residuos lignocelulósicos son
los tipos de materias primas utilizados para la producción de este. Por otro lado, se tiene que el
biodiésel es un éster metílico o etílico que resulta de la reacción de un alcohol (etanol o
metanol) con aceites como la soya, colza, palma, girasol, y aceites animales o vegetales.
Hoy en día el consumo de combustibles no fósiles ha servido para contrarrestar el nivel de
las emisiones de gases de efecto invernadero y de la contaminación medioambiental que son
resultado del consumo energético, específicamente de fuentes como el gas y el petróleo. Con
relación a esto, REN21 resaltó el papel de la bioenergía (energía de biomasa) para el 2016
como un sector de vital importancia en la escala global, el uso de ésta creció en un 8% desde
el 2015, la producción de etanol aumentó en un 4% y la producción del biodiésel decreció a
causa de restricciones gubernamentales en ciertos países asiáticos (2016). Adicionalmente, se
toma en consideración que Govinda Timilsina y Ashish Shrestha junto con el grupo de
investigación de Medio Ambiente y Energía del Banco Mundial (2010), recalcan que ha sido
el establecimiento de un marco institucional el que ha permitido la expansión de esta industria
en cada uno de los países que han decidido incursionar en este sector.
En este sentido, se hace necesario hacer claridad respecto a la definición tanto de marco
institucional como de política pública. Lo primero se define como las disposiciones formales
o leyes que cuentan con una responsabilidad principal, mientras que por política pública se
entiende a aquellas acciones u omisiones por parte del Estado, más específicamente gobierno,
en respuesta a problemáticas sociales y en pro de la consecución de los objetivos de la sociedad
civil en general (Kraft y Furlong, 2006). De acuerdo con la CEPAL estas son una parte
fundamental de un gobierno al desprenderse de la agenda pública, y se clasifican entre las que
logran sus objetivos por medio de servicios públicos y aquellas que lo hacen haciendo uso de
cambios en regulaciones o tributaciones (Winchester, 2011). Bajo esta liena, Winchester
(2011) puntualiza que al ser soluciones específicas para asuntos de esta índole deben ser
evaluadas en las distintas etapas de acción: Ex ante (previo a la implementación), Procesos
(durante el ejercicio de la acción), y Ex post (una vez finalizada la intervención). Cabe decir,
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que esta evaluación es la medición sistemática del impacto de dicha política al ser comparada
con estándares internos o externos de la misma (Weiss, 1998).
Ahora bien, buscando traer a colación los planteamientos teóricos relevantes para el
desarrollo de la investigación, se tiene como exponente -nuevamente- de las relaciones
internacionales a Escribano (2011), quien delimita los actores en la seguridad energética como
los gobiernos, las compañías internacionales y las compañías nacionales, además de notar a los
monopolios y oligopolios como un factor dominante en la industria energética lo cual
imposibilita la consecución de un modelo de competencia perfecta dentro de esta. Del mismo
modo, el autor resalta la idea de vulnerabilidad energética, relacionada con la diversificación
de fuentes, tecnologías y orígenes geográficos de las importaciones, así como la dependencia
económica, determinada con el peso de las importaciones de energía en el PIB.
En términos de políticas públicas, su estudio se denomina como disciplina expuesta
originalmente con los planteamientos de Harold Lasswell (1951), donde se clarifica que para
aumentar su racionalidad, deben estar orientadas a los problemas, es decir, a asuntos de tipo
coyuntural, y en la misma medida, tienen que estar contextualizadas en las dinámicas sociales
de manera amplia y multidisciplinar sin dejar de lado el valor del conocimiento. Entendiendo
que, desde el precepto de autores como Weber o Horkheimer, es la racionalidad instrumental
aquella que evalúa los medios para la realización de un fin determinado (González, 2008).
Por último, como referente integrador de todo lo anterior Sour (2008) entiende que aplicar
el enfoque económico al análisis de una política pública significa observar la asignación de
recursos a una problemática y es la manera más útil de cuantificar resultados; además de
permitir la construcción de modelos y proyecciones. Añadido a ello, se subrayan ciertas
afirmaciones: Los costos siempre están presentes en la acción gubernamental, tanto directos la implementación de la política- como indirectos - esfuerzos, costos políticos, costos a
terceros-; la marginalidad que permite evaluar las acciones a partir de los pequeños cambios
que generan; y el énfasis en resultados, es decir, la priorización de cuantificar los beneficios
sobre los procesos.
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CAPÍTULO I: EVOLUCIÓN DEL MARCO INSTITUCIONAL BRASILEÑO Y
COLOMBIANO PARA EL SECTOR DE BIOCOMBUSTIBLES

El potencial de Latinoamérica para mitigar el cambio climático y la creciente demanda
energética mundial recae en la gran diversidad de recursos renovables con los que cuenta esta
región (CEPAL,2003), no obstante, a pesar de que se ha enfatizado en la creciente necesidad
de buscar fuentes de energía alternativas y establecer un marco legal en pro de las energías
renovables, los esfuerzos no han sido suficientes, pues el accionar tanto estatal como del sector
privado ha priorizado la explotación de yacimientos convencionales
Teniendo en cuenta que el foco de este trabajo son los esfuerzos por parte de los gobiernos
en Brasil y Colombia para enfrentar un tipo específico de amenazas a la seguridad internacional
–aquellas de índole energética— mediante la inmersión de sus economías en el sector de
biocombustibles y por ende la formulación y desarrollo de políticas públicas que procuren esto,
se hace necesario realizar en primera instancia una caracterización y recuento histórico de cómo
iniciaron su proceso en esta área y cuál ha sido la evolución de este hasta el comienzo de la
coyuntura en la caída de los precios del petróleo, con el fin de identificar las particularidades
en la trayectoria de cada caso que permitan dar una mayor claridad acerca de la relación entre
estas y el comportamiento en materia productiva de la industria de combustibles de biomasa.
1.1 Brasil: País Latinoamericano Pionero en los Biocombustibles
Brasil, objeto de estudio en esta monografía, fue uno de los primeros países en apostarle a
las energías renovables, con la ‘noble’ intención de seguridad ambiental y energética, pero que
finalmente, pasó a ser una atractiva industria para los negocios y la inversión, (Urías y
Mendoza, 2014), específicamente el gobierno decidió apostarle al fomento de la producción y
consumo de combustibles a base de caña de azúcar, soja, ricino, entre otros recursos naturales
renovables. Del mismo modo, es primordial señalar que uno de los combustibles más
importantes ha sido el etanol, producido por Brasil para la propulsión de los primeros vehículos
que llegaron al país y cuyo uso ha estado ligado generalmente a los momentos de crisis,
momentos en que el petróleo o el gas no han sido recursos eficientes. Otro punto resaltable es
que para el nuevo milenio se ha dado la inclusión de vehículos flexfuel, los cuales funcionan a
gasolina, con etanol o biodiésel, logrando una consolidación mucho más fuerte del mercado de
biocombustibles (Prado, 2012).
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En este orden, fue hasta la crisis del 29 que se dieron los primeros pasos para la
implementación de biocombustibles en este país, pues, quedó expuesta la necesidad de no
depender de los mercados externos por lo que consecuentemente las economías adoptaron el
Modelo de Sustitución de Importaciones, Brasil no fue ajeno a esto y la producción de
combustibles fue uno de los elementos que se reestructuró y adoptó nuevas propuestas.
1.1.1 Alcohol: La primera apuesta de Brasil a los biocombustibles.
La primera de estas propuestas fue el Decreto 19717 de 1931 mediante el cual se buscaba
impulsar la compra de alcohol y se establecía que la importación de gasolina sólo podía
efectuarse siempre y cuando a esta fuera adicionado un 5% de alcohol de procedencia nacional.
Para 1933 se dio la creación del Instituto de Azúcar y Alcohol (IAA), cuyas funciones era
monitorear y reglamentar la manufacturación y uso de la caña de azúcar y el alcohol.
Conjuntamente, con la Ley 737 de 1938 se establecía la obligatoriedad de mezclar alcohol
anhidro a la gasolina producida en el país sin importar cuál fuera su método de fabricación, el
porcentaje no había sido fijado y debía ser establecido por mutuo acuerdo entre el Consejo
Nacional de Petróleo y el Instituto de Azúcar y Alcohol. Sin embargo, para 1941 se dio una
nueva resolución la enmendó la ley anteriormente descrita, estableciendo la política de mezcla
de 20% en la gasolina tanto importada como la producida en el país.
Adicionalmente, es importante aclarar que para esta época Brasil seguía apostando en
paralelo al petróleo y en 1953 se dio la creación de Petrobras S. A., una empresa con la cual se
logró profundizar en la investigación, explotación y refinación del petróleo con el fin de
procurar el abastecimiento interno para de esta manera disminuir la dependencia a las
importaciones de esta fuente de energía (Petrobras, 2018). En este sentido es posible observar
que si bien el Estado Brasileño abrió oportunidades a los biocombustibles en su industria
energética, el petróleo continuaba siendo potencialmente una mejor fuente de energía.
Para la década de los 70s se dio uno de los choques petroleros más significativos a causa de
la caída en los precios de este hidrocarburo, como respuesta a lo anterior se intensificaron los
esfuerzos y comenzaron a generarse incentivos para que el Estado promoviera la producción
de energía a partir de recursos renovables, por lo cual se le dio un rol prevaleciente al alcohol
nuevamente. De esta manera, se formuló el Decreto 76593 de Noviembre de 1975 mediante el
cual se estableció el Programa de Alcohol (PROALCOOL), un programa financiado por el
Banco de Brasil y por medio del cual se buscaba incentivar la producción de alcohol procedente
de la caña de azúcar a través de la diversificación en la oferta de materias primas especialmente
con el aumento en la producción agrícola, la modernización de las destilerías existentes y la
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instalación de nuevas plantas y unidades para almacenaje; así como la creación de una
Comisión Nacional del Alcohol cuyas funciones se encontraban alineadas con PROALCOOL.
No obstante, con el Decreto 83700 de 1979, se disolvió la Comisión Nacional de Alcohol y por
ende se creó el Consejo Nacional de Alcohol y la Comisión Ejecutiva Nacional de Alcohol y
se les dio la facultad de establecer las hojas de ruta para llevar a cabo PROALCOOL. El
Decreto anterior fue revocado y alterado por el Decreto 96021 de 1988, con el cual se atribuyó
el establecimiento del precio del alcohol al Consejo Nacional del Petróleo en mutuo acuerdo
con el Ministerio de Hacienda.
Asimismo, para este decenio se vislumbraron los primeros acercamientos por parte del
Sector Privado a la industria de biocombustibles, es así como a raíz del Decreto 84575 de 1980
se estipuló que aquellos centros de almacenamiento creados con PROALCOOL fueran
financiados por bancos privados. Sumado a lo anterior, con el Decreto 85698 de 1981 fue
posible la adscripción de pequeñas destilerías al IAA, fomentando de esta manera el sector
empresarial privado.
Posteriormente, con la ley 8723 de 1993 se estableció la reglamentación relacionada a la
reducción de emisiones de contaminantes por parte de vehículos y otros instrumentos que
funcionan con combustibles tanto fósiles como no fósiles, es por esta razón que se establece la
obligatoriedad de mezclar alcohol anhidro en un 22% a la gasolina en todo el territorio nacional
con la pretensión de fomentar la producción y utilización de aquellos combustibles clasificados
de bajo potencial contaminante, especialmente en las regiones metropolitanas y se establecía
un plazo de 3 a 4 años para que las fábricas produjeran automóviles dentro de los límites de
emisión de contaminantes estipulados bajo la misma reglamentación.
Para esta misma década a través de la ley 9478 de 1997, se establecieron objetivos
energéticos para el país, algunos de los más relevantes fueron el incremento de la participación
de los biocombustibles en la matriz energética, garantizar el fortalecimiento de estos mismos
en todo el territorio nacional y mitigar las emisiones de contaminantes con la implementación
de energías verdes. Conjuntamente, se fundaron dos instituciones públicas, en primer lugar, la
Agencia Nacional de Petróleo, Gas Natural y Biocombustibles (ANP), cuya competencia
principal es la regulación, la contratación y la fiscalización de las actividades económicas
inherentes a los combustibles fósiles y no fósiles, y en segundo lugar, el Consejo Nacional de
Política Energética (CNPE) como un órgano vinculado a la Presidencia cuya función es
presentar a ésta las propuestas o reformas necesarias para este sector.
Finalmente, la política de mezcla establecida en el Decreto 8723 de 1993 fue modificada
por diversos decretos, como el Decreto 2607 de 1998 estipuló un 24% de alcohol anhidro y
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76% de gasolina corriente, años más tarde con la Ordenanza 678 de 2011 del Ministerio de
Agricultura, Ganadería y Abastecimiento el porcentaje de mezcla cambió nuevamente al 20%
de Alcohol y 80% de gasolina corriente.
1.1.2 Biodiésel: Otra alternativa a las fuentes energéticas tradicionales.
El Gobierno Federal Brasileño ideó en 1975 el primer plan de acción enfocado a la
producción de Aceites Vegetales con fines energéticos (PRO-ÓLEO), con el cual se pretendía
introducir en la matriz energética nacional aceites vegetales a precios competitivos con la
finalidad de disminuir la importación de diésel derivado del petróleo, a través de la Resolución
007 del 22 de Octubre de 1980 la Comisión Nacional de Energía estructuró la ruta a seguir para
la implementación de éste, estableciendo la política de mezcla del 30% de aceite vegetal en el
diésel; empero, estos esfuerzos no fueron muy fructíferos pues con la estabilización en los
precios del petróleo para mediados de los 80s este hidrocarburo volvió a tomar fuerza y
desbancó nuevamente a los biocombustibles.
Para principios del nuevo milenio distintos centros de investigación junto con universidades
y comisiones interministeriales se encontraban en la tarea de debatir la viabilidad del biodiésel
como alternativa energética al gas y al petróleo, en consecuencia a esto, a través de la Ley 702
de 2002 decretada por el Ministerio de Ciencia y Tecnología, se proponía PROBIODIESEL,
un programa que buscaba la adición del 5% de biodiésel al diesel hasta el 2005 y para el 2020
alcanzar la adición en un 20%. Con el fin de impulsar este proyecto se presentó el Decreto
Presidencial del 2 de Julio de 2003, el cual mostraba estudios acerca de la viabilidad del uso
de aceites vegetales como una fuente energética eficiente y se creó también, con el Decreto 23
de 2003 la Comisión Ejecutiva Interministerial, cuya función principal era la instauración de
acciones direccionadas a la producción y el uso del biodiésel como fuente alternativa de
energía. A raíz de lo anterior, en el 2004 esta comisión lanzó el Programa Nacional de
Producción y Uso de Biodiésel (PNPUB) y consecuentemente, logró junto con la Ley 11097
de 2005 la inserción oficial del biodiésel a la matriz energética aconsejando la adición de 2%
de biodiésel al diesel.
Para el 2007 se presenta la Resolución 45 de la ANP con el objetivo de integrar a empresas
como Petrobras S.A. y Refap S.A. a la utilización de biodiésel en su producción y venta de
diesel, es así que se reglamenta la adquisición por parte de estas empresas de este
biocombustible para que este fuese suficiente y fuese posible formar un stock superior a su
demanda. Esto permite observar cómo ciertas políticas han dispuesto obligatoriedades a
11

empresas públicas las cuales son las que en últimas están al frente de la comercialización de
los biocombustibles y combustibles.
Finalmente, en materia de política de mezcla, a través de la Resolución 33 de 2007 de la
ANP se establece la obligatoriedad del porcentaje sancionado en la Ley 11097 de 2005 para
legalizar la producción y comercialización de este combustible no fósil. Sin embargo, con la
Resolución 2 de 2008 del CNPE el porcentaje es modificado y cambia de ser un 2% a ser un
3% de biodiésel y un 97% de diesel. A través de esta resolución también se establecía que para
cada año el porcentaje de mezcla iba a aumentar en un punto porcentual, lo que implica que
para el 2010 el porcentaje de mezcla era 5% biodiésel y 95% diesel (Agência Nacional do
Petróleo, Gás Natural e Biocombustíveis, 2016).
1.1.3 Tributación, infracciones, sanciones y estructuras estatales.
En términos de tributación es importante hacer referencia a la Ley 10336 de 2001 y el
Decreto 5060 de 2004, bajo los cuales se estipula la Contribución de Intervención del Dominio
Económico (CIDE) para la importación y comercialización del petróleo y sus derivados, gas
natural y sus derivados y etanol. Asimismo, a través del Decreto 4524 de 2002, la Ley 10865
de 2004 y el Decreto 5059 de 2004, se fija la Contribución para el Programa de Integración
Social del Trabajador (PIS) y de Formación del Patrimonio del Servidor Público (PASEP) y la
Contribución Social para el Financiamiento de la Seguridad Social (COFINS), los cuales
afectan la liquidación de tributación al biodiésel en base al volumen comercializado y la
liquidación de impuestos al etanol sobre su precio de facturación. Por último, se encuentra el
Impuesto Estadual sobre Operaciones Relativas a la Circulación de Mercaderías (ICMS), el
cual decreta que las alícuotas son competencia del Estado e incide sobre el precio de facturación
al consumidor de etanol o biodiésel.
Por otra parte, en materia de infracciones y sanciones es la Ley 11097 de 2005 que modifica
la Ley 9847, la que tipifica como delitos: Importar, exportar o comercializar biocombustibles
con especificaciones y criterios de calidad diferentes a los estipulados en la legislación
brasileña; no presentar los documentos que comprueben su origen; presentar declaraciones
falsas para evasión tributaria; etc. Las sanciones a estas contravenciones son de carácter
pecuniario, multas por un monto de acuerdo a la gravedad; así como la detención de las
actividades productivas, la aprehensión de bienes o productos y el cierre parcial de las
instalaciones.
Por último, en términos de estructuras estatales es fundamental recalcar que con la Ley 3782
de 1960 se creó el Ministerio de Minas y Energía para el territorio brasileño, pues antes era el
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Ministerio de Agricultura el encargado de esta área, sus funciones no estaban solo vinculadas
a manufactura y acciones comerciales de fuentes de energía fósiles no renovables, sino también
a las de aquellas energías verdes frente a las cuales ya había incursionado el mercado brasileño.
Para la década de los 90s, la situación cambió y durante el gobierno de Fernando Collor de
Mello (1990-1992) se dieron alianzas con el sector privado para poner en manos de este las
decisiones relativas a este sector, por lo que en 1990, a través de la ley 8028 se disolvió el
Ministerio de Minas y Energías y sus funciones fueron atribuidas al Ministerio de
Infraestructura creado bajo la misma legislación. Sin embargo, lo anterior no fue bien recibido
por parte de los productores y consumidores por lo que gracias a la implementación de la ley
8422 de 1992 el Ministerio de Minas y Energía fue creado nuevamente con su objetivo inicial
- manejar temas relacionados con la producción y consumo energéticos-.
1.2 Colombia: Potencialización de Materias Primas Hacia la Industria de Bioenergías
En el escenario colombiano hay elementos de especial interés respecto a la llegada de esta
nueva industria de energías renovables, específicamente en cuanto a la finalidad esperada de la
misma y la demora de aval estatal ante la falta de un contexto propicio para el sector privado.
La principal meta que se tuvo en mente para apuntar a incursionar en un nuevo mercado fue la
de abrir un camino hacia el desarrollo social a la par con la conservación del medio ambiente,
teniendo en cuenta criterios que iban desde la generación de empleo hasta el potencial de
recursos como disponibilidad de tierras y mano de obra. Para 1942 se presentó ante la Cámara
de Representantes por primera vez la necesidad de emplear alcoholes de caña de azúcar y yuca
en la gasolina; la propuesta fue rechazada por la presión de multinacionales petroleras. Del
mismo modo, casi cuarenta años más tarde se pretendió dar fin al monopolio de los alcoholes
industriales para bebidas embriagantes, obteniendo el mismo resultado del caso anterior; y fue
solo hasta 1980 que le fue otorgada competencia al Ministerio de Minas y Energía sobre estos
compuestos y fue formulado el Programa Nacional de Alcohol con el Decreto 2153 (Delgado,
Perez y Salgado, 2015).
Tal como lo explica la Unidad de Planeación Minero Energética (2009), la entrada formal
de los biocombustibles a la economía nacional se encontró enmarcada con el comienzo del
siglo XXI, buscando la diversificación de la canasta energética -sobre todo para el consumo de
transporte-
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Desafortunadamente, surgió una exclusividad de los bienes sobre los cuales se daba la
obtención (caña de azúcar y palma), que significó una concentración geográfica en las zonas
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del país famosas por la trayectoria en cultivo de estos bienes, al contar con una mayor cantidad
de hectáreas cultivables.
En cuanto al alcohol carburante o etanol, la caña de azúcar fue la materia prima escogida
para su procesamiento, y, considerando las condiciones agrícolas y climáticas y experiencia de
los gremios azucareros en el Valle Geográfico del Río Cauca, fue en este territorio que se
ubicaron las primeras plantas productivas con inversionistas concretos: Cauca-Miranda
(Incauca), Valle-Palmira (Providencia), Valle- Palmira (Manuelita), Valle-Candelaria
(Mayagüez) y Risaralda-La Virginia (Risaralda). Ello ha cambiado en vista de que hoy se
incluyen a la remolacha, la yuca y el maíz como bienes primarios, lo cual implica una mayor
descentralización en su elaboración; pero es de distinguir en relación a la mezcla de etanol con
gasolina corriente básica, que siempre se ha llevado a cabo en fábricas localizadas en distintas
partes del país que van desde el Putumayo hasta el Cesar pasando por áreas como el Eje
Cafetero (Unidad de Planeación Minero Energética, 2009).
En contraparte, el biodiésel empezó a producirse de manera industrial desde el año 2008,
aprovechando los rendimientos del aceite de palma en la Costa Atlántica; aunque también se
construyó una planta en el centro del territorio nacional: Norte-Codazzi (Oleoflores), NorteSanta Marta (Odin Energy), Norte-Santa Marta (Biocombustibles Sostenibles del Caribe) y
Oriental-Facatativá (Bio D). Similarmente, la mezcla con el diesel ha sido realizada en
manufacturas del Atlántico, Bolívar, Magdalena y Norte del Cesar (Unidad de Planeación
Minero Energética, 2009).
Acerca de la legislación cabe mencionar que la misma se ha dado en torno a ejes concretos
y ha permanecido a cargo del Ministerio de Minas y Energía (MME), con constantes cambios
a fin de ajustarse a las circunstancias internas y externas. En primer lugar, la cadena productiva
ha requerido de regulación sobre las sustancias empleadas para la reacción, acopio, transporte
y distribución, así como criterios ambientales y de calidad. Seguidamente, y como medida de
vital relevancia, se halla la instauración de porcentajes de mezcla que deben existir entre el
etanol y la gasolina corriente para obtener gasolina corriente oxigenada, y el diesel fósil o
ACPM con el biodiésel. De igual forma, la estructura de precios se ha mantenido bajo control
estatal, buscando garantía de que se cubran los costos de oportunidad para el productor pero
también se conserve asequible al consumidor, al tratarse de bienes considerados como de
primera necesidad. En última instancia, se identifica que se han tomado medidas de promoción,
esencialmente con incentivos desde la inversión en infraestructura y áreas de riego, y
gestionando leyes en cuanto a exenciones de impuestos.
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1.2.1 Alcohol anhidro o etanol: Recorrido de sus leyes, decretos y resoluciones.
La entrada de biocombustibles sucedió con la Ley 693 de 2001 -únicamente para aquellos
de origen vegetal-, entendiendo que el ejercicio de su producción habría de contribuir a alcanzar
la autosuficiencia energética nacional y dinamizar el sector agropecuario. Con esta norma se
garantiza su introducción, bajo el dictamen de que en los centros urbanos con más de 500.000
habitantes, la gasolina debía contener componentes oxigenantes (etanol) en un plazo de cinco
años, aclarando que las empresas productoras contaban con principio de libre competencia;
aunque se dictó que la mezcla sólo quedaría a cargo de los distribuidores de combustibles
mayoristas. En este sentido, es posible sostener que la llegada desde la ley de combustibles no
fósiles se dio de manera general, centrándose en definir simplemente el consumo al que estás
estarían destinadas (transporte) y la exigencia para que ello se lleve a cabo, dejando vacíos en
cuanto otros aspectos como calidad, precio, tributación, comercio exterior, etc.
Precisamente, es dos años más tarde con la Resolución 18 0687 del Ministerio de Minas y
Energía que se expidió una regulación técnica amplia y concisa respecto a la producción,
acopio, distribución, puntos de mezcla y uso de alcoholes carburantes. Se puso como punto de
partida la normativa existente para el petróleo y sus derivados, aclarando su carácter de servicio
público y la sujeción de las entidades dedicadas a esta actividad a las facultades del gobierno.
Esta medida, limitó el deber de venta de gasolina oxigenada a Bogotá, Medellín, Barranquilla
y Cali, sentando al 2005 como plazo máximo de implementación, además de establecer al 10
como porcentaje de mezcla a reglamentar, y a los distribuidores mayoristas como responsables
de que esta se realizase -con cualquiera que sea el procedimiento que estime- y de la calidad
pertinente con la obtención del Certificado de Conformidad (cumplimiento criterios técnicos).
Además de esto, en este documento se prohíbe a los productores nacionales la exportación de
bioetanol, salvo que se garantice la oxigenación completa de la gasolina local, pero sí se
permite a los comercializadores mayoristas de gasolina la importación de alcohol carburante
para cumplir con los requerimientos de mezcla.
Luego, con la Resolución 18 1069 de 2005 se hicieron modificaciones alusivas a: el
requerimiento de un registro de productores de alcohol carburante ante el Ministerio de Minas
y Energía, la obligación del productor de tener infraestructura suficiente para mantener una
capacidad de elaboración y almacenamiento correspondiente con la creciente demanda, y
fijación de inspecciones cada cuatro meses a fin de vigilar lo anterior. Todas estas fueron
medidas que se consideraron necesarias para lograr el objetivo planteado en 2001 dentro del
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plazo establecido, y de hecho, se instaura al 01 de enero de 2006 como fecha límite desde la
cual entrarían en vigencia las normativas.
En años posteriores, con el Decreto 4892 de 2011 se resolvió que, habrían de regir
porcentajes de mezcla superiores al 10% (E-10) sí era la voluntad de la autoridad competente,
con excepción de los vehículos Flex Fuel, sobre los cuales se dictamina la política de E-25.
A nivel tributario, es en la Ley 788 de 2002 y en la 939 de 2004 que se incluyó al alcohol
carburante con destino a la mezcla con gasolina para los vehículos automotores dentro de los
bienes exentos del impuesto a las ventas e impuesto global a la gasolina. Mientras que, los
criterios de calidad quedaron explícitamente consagrados en la Resolución 1565 de 2004 -con
ligeros cambios en la Resolución 2200 de 2005-, dejando en claro que pruebas previas debían
ejecutarse en la gasolina oxigenada con etanol anhidro para que su comercialización fuera
permitida.
Los lineamientos para la estructura de precios iniciaron oficialmente con la Resolución 18
1555 de 2010, es decir, nueve años después de adquirir el aval legislativo para su fabricación
y comercialización. Se determinó el cálculo de precio máximo del combustible oxigenado
pretendiendo que coincidiera con el punto óptimo del ingreso al productor, bajo la regla de que
la totalidad del mismo sería fijada en un 92% por los costos máximos de la producción de
gasolina corriente y su transporte en el punto de entrega y un 8% restante correspondiente a los
costes máximos de transporte a las plantas destiladoras de alcohol carburante y su posterior
mezcla.
Finalmente, como políticas de apoyo y promoción, fue el CONPES 3510 de 2008 -muestra
de inclusión de este sector dentro del Plan Nacional de Desarrollo-, en él se dictaron las
estrategias a desplegar para asegurar la sostenibilidad energética de Colombia por medio del
incremento de los cultivos de biomasas, acompañado de la búsqueda por su eficiencia y
competitividad en el mercado global. Para ello, el Gobierno se comprometió a esforzarse en
enfrentar riesgos como la consolidación de un marco institucional, protección de la seguridad
alimentaria, reducción de costos, aumento de rendimientos productivos con inversión en
investigación, regulación de precios y diferenciación para facilitar acceso a mercados
internacionales. Se introdujeron disposiciones para dinamizar la economía doméstica bajo el
precepto de que en corto plazo la oferta de biocombustibles ha de destinarse exclusivamente a
suplir la demanda nacional, adicionado a la propuesta de crear la Comisión Intersectorial para
el Manejo de Biocombustibles (hecho que sucedió con el Decreto 2328 de 2008), y dejando
como precedente para la estructura de precios que su cálculo sería en consideración con la
paridad del precio de exportación del azúcar refinado y la gasolina.
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1.2.2 Biodiésel: Legislación previa y en medio del surgimiento industrial.
En el Estado colombiano, esta industria ha estado marcada por distintas particularidades,
como el permiso legal para el inicio de su producción en un nivel industrial sólo hasta el 2008,
y la determinación de porcentajes de mezcla diferenciados a partir de criterios geográficos. La
introducción de ACPM o diésel fósil mezclado con biodiésel tuvo como como primer foco a
región al Caribe, especialmente en Bolívar, Cartagena, Atlántico y Barranquilla por la
localización de plantas de este producto; seguido, meses más tarde por Santander y el Sur del
Cesar; y el centro del país en 2009.
A pesar de que desde la Ley 939 de 2004 y la Resolución 18 2087 de 2007, se estimuló con
la exención de renta líquida a la producción y comercialización de biocombustibles de origen
vegetal y animal para motores diésel en un plazo diez años, con el propósito de aprovechar la
eficiencia de los cultivos de cacao, caucho, cítricos y palma de aceite; fue la Resolución 18
2142 de 2007 bajo la cual se determinó que en la Costa Atlántica, el ACPM debía estar
compuesto para el 01 de enero de 2008 en un 95% de combustible fósil y 5% de biodiésel compuesto que toma como nombre B-5-. Adicionalmente, esta norma comprendía que los
refinadores solo quedarían a cargo de mezclar el 2% de diésel de origen fósil, mientras que los
distribuidores mayoristas tenían la responsabilidad de efectuar el 3% restante para alcanzar el
B-5. En la misma medida, se hicieron requerimientos para el productor similares a los del caso
del etanol, como el registro ante la entidad competente (MME), certificación, adaptación de
instalaciones, almacenamiento e inspección. Esto fue reglamentado teniendo en cuenta que el
ordenamiento de la calidad había sido clarificado desde la ya mencionada Resolución 18 2087
de 2007, tocando temas que abarcan factores como el contenido de agua permitido,
contaminación total máxima, densidad, contenido de compuestos químicos, etc.
Igualmente, con la Resolución 18 2439 se concretaron los criterios para la fijación de
precios, puesto que los preceptos hasta ese momento eran solo relativos al ACPM, por lo que
se vio necesario determinar el ingreso del productor de biodiésel; pero este se obtuvo con una
discriminación por departamentos -con Cartagena como el que contaba con un precio más altoy porcentaje de mezcla, lo que significa que el ingreso estaría repartido en la misma manera en
que se mezclaba el producto, 95% para el fabricante de ACPM y 5% para el de biodiésel.
Sin embargo, lo anterior presentó alteraciones en el año 2010 cuando en la Resolución 18
1120 el MME buscó dar respuesta al exceso de oferta de la productora Ecodiésel, planteando
un incremento en los porcentajes de mezcla al 10% -denominadas B-10- en Santander,
Antioquia y el Occidente del país, y al 7% (B-7) en Bogotá, Llanos Orientales y centro del país.
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En el año siguiente, el Decreto 4892 dejó a juicio del MME que esta cifra sea el 10% o un valor
superior para el 2013, observando si la infraestructura es suficiente para exista viabilidad.
Precisamente, para el 2012, la autoridad dictaminó con la Resolución 9 1664 que la oferta de
materias primas era apta para subir al 8% (B-8) el uso de biodiésel en ACPM, esto desde el
mes siguiente a su promulgación en Bogotá, los Llanos Orientales, y el centro del país en
general.
En materia tributaria, sólo se encuentra de relevancia el Concepto 87246, el cual concedió
al biodiésel la misma exención de impuesto de retención en la fuente que regía para los
derivados del petróleo, disminuyendo esta tasa del 3.5 al 0.1% .
Por último, cabe decir que en lo propuesto desde el Plan nacional de Desarrollo a través del
CONPES 3510 DE 2008 (explicado en la subsección anterior) también se acordaron métodos
y procedimientos a desenvolver en pro de potencializar la eficiencia y competitividad de la
industria de biodiésel como combustible amigable con el ambiente con destino en la división
automotriz. En las apreciaciones para el establecimiento de los precios se nombró la paridad
con el precio interno del aceite de palma, el precio internacional del metanol y el precio de
importación y exportación del diésel fósil.
1.3 Recapitulación: Particularidades Identificadas Para Cada Caso
Tras realizar la revisión de la evolución del marco legislativo para la industria de
biocombustibles en Brasil y en Colombia ha sido posible observar que cada uno de los casos
son diferenciables, a pesar de que las políticas públicas han estado encaminadas a las mismas
temáticas como la política de mezcla, especificaciones técnicas, creación de instituciones para
el fortalecimiento de la estrategia energética, establecimiento de precios, entre otras. Existe una
convergencia entre el Estado brasileño y el colombiano: la incursión de biocombustibles ha
estado motivada por el cumplimiento con estándares internacionales respecto al cambio
climático, entendiendo el potencial económico de las energías verdes por la favorabilidad en
cuanto a medios productivos presentes en ambos territorios.
Por su parte, Brasil fue pionero en América Latina con su incursión a la industria de las
energías verdes lo cual ha resultado en un amplio recorrido y experiencia en materia tanto
legislativa como industrial, y sus avances han logrado catalogarlo como un ejemplo a seguir en
materia de seguridad energética. Consecuentemente, el diseño, formulación e implementación
de sus políticas públicas frente a esta temática ha hecho posible la identificación de elementos
específicos. En primera instancia, es posible observar que este asunto ha sido meramente
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público, y en efecto, ha sido el mismo Estado el que ha permitido la incorporación del sector
privado, como se hizo durante el gobierno de Collor de Mello (1990-1992). Asimismo, se ha
permitido la entrada parcial de pequeñas y medianas empresas a la industria; siempre y cuando
estas cumplan con las especificaciones y requisitos establecidos en cada uno de los decretos,
leyes y resoluciones, fortaleciendo de esta manera la participación del sector privado
empresarial. Del mismo modo, bajo esta legislación se ha intentado vincular a las grandes
empresas nacionales como Petrobras S.A. y Refap S.A. a que tengan responsabilidad frente a
este tema demostrando el compromiso y preocupación por parte de los gobiernos para
garantizar la comercialización y el uso en todo el territorio nacional de estos combustibles.
Por último, es clave destacar que una de las características más importantes de las políticas
públicas en Brasil, es el hecho de que éstas en un principio correspondían a situaciones
coyunturales, tal como se vio evidenciado con las leyes y decretos en favor del impulso del
etanol anhidro en el marco eventos como la crisis del 29 o la Segunda Guerra Mundial;
iniciativas que infortunadamente, perdían fuerza cuando el caos desaparecía y se volvía al uso
intensivo del petróleo. No obstante, cabe decir que la situación cambió a raíz del choque
petrolero que se dio en los 70s, pues Brasil finalmente entendió que en aras de tener una
economía estable y un desarrollo sustentable, era imperante un cambio en su matriz energética
para no depender de este hidrocarburo ni de las fuerzas externas del mercado.
En síntesis, las políticas públicas en Brasil han priorizado la consolidación de la industria y
el mercado interno más que el fortalecimiento de los biocombustibles como un producto
potencial para la exportación. Esto no quiere decir que Brasil no realice exportaciones, sino
que su reglamentación ha procurado que la producción interna como mínimo supla la demanda
nacional y su población civil tome conciencia de las implicaciones que trae para un desarrollo
sustentable la utilización de bioenergías.
Por su parte, Colombia se diferencia en elementos como la continuidad de ciertos
monopolios en el sector energético, lo que significa que, si bien se logra una diversificación y
sostenibilidad mayor al incluir al etanol y biodiésel en la producción nacional, esta permanece
acaparada por los grupos empresariales tradicionales. Ello se atribuye en buena medida al
accionar público desde la autorización exclusiva de los distribuidores mayoristas para realizar
la mezcla, pero ello también se entiende por la exigencia de amplia y avanzada infraestructura
para llevar a cabo los diferentes procesos, lo cual queda ejemplificado con la propiedad de las
primeras plantas de etanol por parte de los gremios azucareros. No obstante, este punto deja en
duda la preocupación de los gobiernos por invertir en este elemento para darle mayor apertura
a la industria, ya que las instituciones sobre esto no han sido múltiples ni relevantes.
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Paralelamente, la viabilidad de incrementar los porcentajes de la política de mezcla ha
respondido a la sobreoferta de materias primas, haciendo posible entrever que se ha pretendido
lograr mayor aprovechamiento de los recursos y productividad de las empresas dedicadas a
este oficio. Empero, la comparación entre lo que se exige de combustibles fósiles frente a los
no fósiles, es muestra de que la dependencia al petróleo y sus derivados continua como una
constante para el país.
Por otro lado se afecta la competitividad de la industria al impedir que el productor de
alcohol carburante o biodiésel tenga mayor participación en la estructura de precios
considerando que sus costos son más elevados, y limitar su incursión en mercados
internacionales al prohibir las exportaciones hasta que se cubra la oferta nacional, pero se
permite la compra de oxigenantes importados por parte de los grandes distribuidores de
gasolina y ACPM.
Acerca de las deducciones tributarias, se observa que constituyen un incentivo importante
para que el negocio de biocombustibles crezca, y los avances en criterios de calidad generan
mayor credibilidad de la industria nacional a nivel interno y externo.
En general, las políticas públicas direccionadas hacia biocombustibles en Colombia han
consagrado los aspectos básicos para su funcionamiento e inclusión económica, pero se han
quedado cortas en elementos clave como la promoción de exportaciones, aumento de la
capacidad productiva con la implantación de nuevos cultivos, apertura de la industria, precios
justos, etc.
Finalmente, a modo de conclusión, es evidente que los procesos de creación y consolidación
de un marco legislativo para los biocombustibles en Colombia y Brasil han sido vitales para el
avance de este sector y su competitividad, pero también es claro que han tenido una trayectoria
particular en interés de responder a las características de su contexto.
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CAPÍTULO II: RESPUESTA INSTITUCIONAL A LA CAÍDA DE LOS PRECIOS
DEL PETRÓLEO (2013-2016)

El petróleo se reconoce como la fuente de energía más utilizada en el mundo
contemporáneo, por lo que es entendible que un gran número de países hayan decidido apostar
a su producción para tener un lugar relevante en el comercio internacional y asimismo, suplir
su demanda interna. Sin embargo, debido a su papel como componente fundamental de las
industrias en el mundo, su precio ha sido fijado por las fuerzas de mercado, que se materializan
en la variación de las transacciones en las bolsas de valores. Por tal razón, es de entender que
esta variable puede verse afectada por diversos factores como la estabilidad -o por el contrario,
inestabilidad- de la economía mundial, el descubrimiento de nuevos yacimientos o escasez de
fuentes, e incluso conflictos internos e internacionales y desastres naturales. Por otra parte,
organizaciones como la OPEP (Organización de Países Exportadores de Petróleo), pueden
influir en la determinación del valor monetario del crudo, puesto que tienen la capacidad de
establecer un aumento o reducción en los niveles de producción, determinación que llega a
afectar los niveles de oferta y consecuentemente, el costo monetario del petróleo
(LatinAmerican Post, 2017).
De esta manera, es posible vislumbrar la ocurrencia de fenómenos como lo sucedido a partir
del año 2014: el barril del crudo inició con un precio de USD$102 y cerró con uno de
USD$60,7, lo que indica que en doce meses perdió cerca del 40% de su valor comercial; el año
siguiente la situación se agravó aún más, en enero el precio era ya de USD$47,11 y para
diciembre cayó hasta los USD$36,5; mientras que el 2016 significó una pequeña recuperación,
pues a pesar de que en enero el crudo tuvo un precio cercano a los UDS$29, el mismo cerró
alrededor de los USD$50 por barril (Indexmundi, 2018). Este desplome puede ser explicado
por el aumento en los niveles de producción en Estados Unidos, Irán e Irak (solo en el caso
estadounidense, de 2012 a 2015 pasó de 10 millones a 14 millones de barriles diarios); sumado
a el descubrimiento de yacimientos en aguas profundas de Brasil y la lucha por parte de Arabia
Saudita en mantener su cuota de producción. En su mayoría fueron factores que conllevaron a
un incremento en la oferta de este bien, aminorando así, su valor comercial (Beck, 2016).
En consecuencia, los países exportadores del crudo que no contaron con la infraestructura
necesaria para solventar estos precios mediante la producción de mayores cantidades, se vieron
fuertemente afectados en su balanza comercial, y en la misma medida, en su balanza de pagos,
inflación, generación de empleo, recepción de regalías, entre otras (El País, 2016). Así, las
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economías que carecen de suficientes reservas petroleras, tecnologías para la extracción y/o
refinerías, se han visto obligadas a buscar alternativas para no seguir en detrimento.
Para el caso latinoamericano esto ha significado la necesidad de una respuesta institucional
que propicie el fortalecimiento del sector energético, dejando de lado la recurrente dependencia
económica al crudo y evitando así la afectación por la volatilidad en el valor monetario de este
hidrocarburo en momentos futuros. De esta forma, que la orientación de la acción pública en
materia de combustibles a base de biomasa en Brasil y Colombia se ha visto alterada para
recuperar la renta usual proveniente de la venta de energías tanto en el mercado local como
externo.
2.1 Brasil: Estancamiento para el Sector de Biocombustibles
Para comenzar a hablar de aquellas estrategias adoptadas por el gobierno para contrarrestar
las consecuencias que la crisis del petróleo (2013-2016) trajo consigo, es de vital importancia
señalar un evento que se presentó durante esta época y que afectó de igual manera, la economía
brasileña y la producción de biocombustibles. Este fue el escándalo de “corrupción sistémica”3
en el que se encontró inmerso Petrobras -la mayor firma estatal latinoamericana y la empresa
más importante del país-, compañía que pagaba sobornos por valores que oscilan entre el 1%
y 2%, sobre el valor de cualquier contrato celebrado, a sus directores y a políticos que tenían
participación accionaria, incluyendo a la entonces Presidenta Dilma Rousseff; la fiscalía estimó
que la cifra total desviada entre 2004 y 2012 fue casi de 8.000 millones USD (El Observador,
2016). Asimismo, sucesos como la caída en los precios de la caña de azúcar, la reducción de la
inversión estatal y las lluvias, impactaron -tanto de manera directa como indirecta-, el sector
de biocombustibles, específicamente los niveles de producción de etanol y biodiésel (Revista
Dinero, 2015).
Por otra parte, es importante hacer una referencia previa a la posición de importador y
exportador de Brasil en los últimos años, pues a pesar de que las reservas comprobadas4 de la
nación para 2016 fueron de aproximadamente 12.666 millones de barriles, el no tener la
posibilidad de refinarlo en el territorio ha hecho necesaria la importación de productos
refinados para poder abastecer la demanda interna, y en consecuencia, se ha optado por la
exportación del petróleo crudo (El Economista, 2018). De esta manera, para el 2015 la baja en

3

Referido por el juez federal Sergio Moro al proceso bajo el cual era regla pagar soborno por cada contrato
celebrado por la empresa petrolera (El Observador, 2016).
4
Pemex (2015) entiende por reservas comprobadas como cantidades estimadas de crudo, las cuales, mediante
estudios geológicos se demuestra que serán recuperadas en años futuros de yacimientos encontrados y conocidos.

22

los precios del hidrocarburo supuso una reducción en el déficit neto de importación del país, lo
que condujo a que Petrobras -siendo el mayor importador de petróleo refinado- recuperase las
pérdidas por la entrada de este producto al mercado nacional (Carriles y Jiménez, 2016). Sin
embargo, el país en su papel como exportador obtuvo grandes pérdidas que obstaculizaron la
exploración de yacimientos petroleros encontrados en aguas profundas del territorio (Sputnik,
2016).
No obstante, y como fue descrito anteriormente, los biocombustibles para el 2013-2015 no
pasaban por un buen momento, el aumento en los precios del etanol había frenado su consumo
interno y había acelerado la demanda de gasolina, igualmente, el gobierno había promovido
subsidios a los precios de la gasolina como estrategia para contener los altos niveles de
inflación, abaratando de esta manera aún más los costos de este combustible fósil y afectando
el sector de biocombustibles en materia de demanda nacional (Revista Dinero, 2015). Todo
esto se vio contrarrestado gracias a la necesidad por parte del gobierno de subir el impuesto a
la gasolina y por ende el precio de ésta para finales del año 2015 (6% al alza), pues en medio
del escándalo de Petrobras, la empresa perdió fiabilidad y con esto, la mayor parte de su
inversión privada fue retirada y como consecuencia de lo anterior, la demanda interna de
bioetanol registró un aumento para septiembre de 2015 en un 42%, puesto que pareció ser una
alternativa más económica para los hogares brasileños e industrias de transporte (La Nación,
2015).
2.1.1

Iniciativas

gubernamentales:

Búsqueda

por

la

consolidación

y

fortalecimiento del etanol, etanol de segunda generación y biodiésel.
Dentro de las estrategias que buscaron propiciar una mayor participación de estos
combustibles no fósiles en la matriz energética de Brasil, fue posible identificar proyectos de
ley, leyes aprobadas, enmiendas a las leyes anteriormente establecidas, mayor inversión y
apoyo estatal a la manufactura de alcohol anhidro, hidratado y biodiésel y de un nuevo
combustible orgánico, el Etanol 2.0 o 2G (Segunda Generación).
Para el año 2013 se resalta el Decreto 7997 bajo el cual se alteró el Decreto 6573 de 2008 y
se redujo la contribución tributaria PIS, COFINS y PASEP, para un valor de 21,43 y 98,57
Reales por metro cúbico de alcohol en el caso de venta realizada por productor e importador,
y para el caso de venta efectuada por un distribuidor no hay contribución. En el 2014 se
implementó la Ley 13033 por medio de la cual se revocó la Ley 11097 de 2005 y se estableció
la obligatoriedad de la adición de biodiésel al óleo diésel, y con la Medida Provisoria 647 se
estableció que el porcentaje de adición debía ser de 6% para el 01 de Julio del 2014 y de 7%
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para el 01 de noviembre del mismo año. Luego, a través del Decreto 8395 de 2015 se fijó la
reducción en las contribuciones del biodiésel y etanol, y se aumentó el impuesto a la gasolina;
asimismo, con la Ordenanza N° 75 del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Abastecimiento
se restableció el porcentaje de adición obligatorio de etanol para el 25% en gasolina premium
y 27% para la gasolina común; y con la Resolución N° 3 del Consejo Nacional de Política
Energética se autorizó la comercialización y el uso voluntario de biodiésel en una cantidad
superior al porcentaje de adición obligatoria establecido en la Medida Provisoria 647.
Finalmente, para el año 2016 se sentenció la Ley 13263, modificando la Ley 13033 de 2014 y
conjuntamente los porcentajes de adición obligatorios de biodiésel al óleo diésel
comercializado en el territorio nacional, dispuesto de la siguiente manera: 8% de biodiésel en
los 12 meses subsiguientes a la promulgación de la ley, 9% en los 24 meses subsiguientes y
10% después de 36 meses desde que fuera publicada la norma.
Por otra parte, en términos de inversión, para el 2013 la financiación para los cultivos de
caña de azúcar fue de 2,1 billones de Reales casi duplicando el valor del año anterior, además
se dio una inversión de 6,5 Billones de Reales para la construcción de poliductos 5 e hidrovias
(Ministério de Minas e Energia, 2013). En el 2014 la inversión al sector sucroenergético cayó
a 1,7 billones de Reales, conllevando de esta manera al cierre de 13 plantas (Ministério de
Minas e Energia, 2014). Para el 2015 disminuyó el financiamiento por parte del Banco
Nacional do Desenvolvimento Econômico e Social a proyectos que impulsaban el cultivo de
caña y soja para la manufactura de etanol y biodiésel respectivamente, el monto total de
inversión fue de 2.7 Billones de Reales (Ministério de Minas e Energia, 2015). Finalmente,
para el año 2016 la inversión al sector sucroenergético tuvo una contracción del 26% con
respecto a la del año anterior, por un valor total de 2 Billones de Reales (Ministério de Minas
e Energia, 2016).
Es menester también destacar cómo los gobiernos a través del Banco Nacional do
Desenvolvimento Econômico e Social entre 2003 y 2016 ofrecieron recursos para el
financiamiento de actividades industriales del sector sucroenergético, estas inversiones se
tradujeron en la ampliación de la capacidad productiva a 155 millones de toneladas de Caña de
Azúcar, 4 millones de toneladas de azúcar y 8.000 millones de litros de etanol (Ministério de
Minas e Energia, 2016). A raíz de ello, se han implementado programas como PRORENOVA
(iniciado en 2012), cuyo objetivo era posibilitar e impulsar el cultivo de más hectáreas de caña

5

Ductos o Tuberías a través de los cuales se realiza el transporte de distintos hidrocarburos, ya sea petróleo y
sus derivados, gas o combustibles a base de biomasa (Real Academia Española, 2018).
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de azúcar para su procesamiento y obtención de diversos productos; PASS (Programa de Apoio
ao Setor Sucroenergético), pensado con el fin de financiar el almacenaje de etanol, a través de
esta programa la inversión fue de 3,5 Billones de Reales entre 2009 y 2015; PAISS (Plano
Conjunto BNDES-FINEP de Apoio à Inovação Tecnológica Industrial dos Setores
Sucroenergético e Sucroquímico) ha sido una estrategia mediante la cual se han destinado
recursos a la investigación y el desarrollo de los sectores sucroenergético y sucroquímico; y
FINEM (Financiamiento a emprendimientos), busca apoyar aquellos proyectos dirigidos a la
expansión y/o modernización de la infraestructura para la generación de energía a base de
fuentes renovables (Ministério de Minas e Energia, 2015).
Producto de todo lo anterior, ocurrió en 2014 la adhesión de los núcleos familiares a la
cadena productiva de este biocombustible, pues más de 70 mil familias participaron en el
suministro de materias primas para la manufactura de este bien, como respuesta a esto el
gobierno proporcionó 3,2 Billones de reales a las familias y 35 millones para asistencia técnica.
Por ello, en 2016 el Ministerio de Minas y Energía del país lanzó la iniciativa RenovaBio, cuyo
objetivo es la expansión de la producción de biocombustibles en Brasil siempre y cuando esté
sujeta al concepto de sostenibilidad, ámbito económico, ambiental y social en armonía
(Ministério de Minas e Energia, 2015).
Finalmente, en términos de la diversificación de la canasta energética es importante resaltar
la apuesta del gobierno al etanol 2.0 o Etanol de Segunda Generación, biocombustible obtenido
a partir de la paja, hojas y los restos de la molienda de caña de azúcar, lo que implica que no
exista necesidad de realizar más cultivos, ampliando la productividad y así mismo la lucha
contra el cambio climático (Revista Dinero, 2015). GranBio Investimentos S.A. como
propiedad del holding brasileño GranInvestimentos y del Banco Nacional de Desenvolvimento
Econômico e Social, una empresa de carácter público-privado ha respondido en gran medida a
las políticas del Gobierno y por ende ha sido una de las mayores impulsoras de la producción
de este nuevo combustible renovable, tanto así que para 2014 se convirtió en el primer
productor comercial de etanol 2G y al contar con un Centro de Investigación de Biología
Sintética y una Estación Experimental logró desarrollar Cana Vertix o Caña de energía, la cual
resulta de un cruce de híbridos de caña de azúcar siendo más resistente a condiciones climáticas
extremas aumentando así los niveles de productividad de biomasa (Wharton Business School,
2016). Por último, el apoyo estatal también se vio materializado en el respaldo por parte del
Gobierno -específicamente el Banco Nacional de Desenvolvimento Econômico e Social-,
financiando en el 2015 el 90% del costo del establecimiento de la primera planta enfocada a la
producción de Etanol 2.0 en el estado de Sao Paulo, ampliando así la capacidad productiva y
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reduciendo las emisiones de dióxido de carbono, al ser un proceso menos contaminante en
contraste con el de la producción de Etanol Anhidro o Hidratado (Ecodie, 2018).
2.2 Colombia: Mayor Reconocimiento de las Energías Renovables en la Producción
Nacional
Por ser una economía concentrada en la explotación de recursos minero-energéticos, el
drástico cambio en los precios del crudo trajo consigo profundas secuelas para el país. Sólo
para empezar, se tiene que el crecimiento económico pasó de ser del 4.8% en 2013 al 1.9% tres
años más tarde (Banco Mundial, 2018). El Banco de la República realizó un informe especial
sobre este tema, en el cual expresa que Colombia como país tomador de precios, se vio obligada
a tener un ajuste a menores ingresos externos tanto en el sector empresarial como en las
finanzas del Estado, ya que el petróleo era un producto que representaba el 51% del total de las
exportaciones y tenía una correlación de 0.93 con la entrada de inversión extranjera al territorio
nacional(Garavito, López, Montes y Toro, 2016). Precisamente, se tiene que la disminución en
el valor de las ventas en el exterior y la contracción en la entrada de capital extranjero se
tradujeron en una pérdida de cerca del 7% del total de la cuenta corriente de este sector y un
aumento del déficit fiscal del 2.4% del PIB al 3.6%, que se agrava con la depreciación de la
tasa cambiaria, pérdida de confianza de los agentes empresariales y mayor percepción de riesgo
(Garavito, López, Montes y Toro, 2016).
Para empeorar este panorama, tal como lo expresa Astrid Martínez desde el PNUD, el
Gobierno Nacional no contó con las herramientas macroeconómicas para enfrentarse a la
reducción significativa de regalías -sobre las cuales no generó el ahorro dispuesto en el Sistema
General de Regalías-, y dado que capacidad de producir el hidrocarburo se estancó en el millón
de barriles al día, prefirió optar por acrecentar el déficit fiscal y contraer la inversión y el gasto
público, acompañado por la construcción de nuevas capacidades (2016).
2.2.1 Estrategias estatales: Estimulando la integración, pero perjudicando la
competitividad con la estructura de precios y beneficios para las importaciones
Es lógico pensar que una diversificación de la oferta energética es una decisión viable e
indispensable para hacer frente a un choque extremo que no se tenía anticipado. Así las cosas,
durante el período comprendido entre 2013 y 2016 se dio la apertura y mejora de diversas
destilerías: En Puerto López, Meta por parte de Bioenergy (etanol); en Zarzal, Valle a cargo de
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Riopaila (etanol); y en Facatativá, Cundinamarca como inversión de la empresa BioD
(biodiésel) (Federación Nacional de Biocombustibles, 2016).
Sin embargo, los biocombustibles se vieron afectados por los procesos de elaboración de
políticas, aunque, sólo se promulgó una ley y una resolución del MME entre el 2014 y 2016
que están directamente relacionadas con las energías renovables del sector automotriz.
En primera instancia, se aclara que desafortunadamente la mayoría de las decisiones
administrativas que serán explicadas a continuación estuvieron contextualizadas en dos
situaciones adversas: el Fenómeno del Niño a nivel mundial y la emergencia fitosanitaria
conocida como Pudrición de Cogollo6 (la PC), que sólo en los primeros meses del 2013 atacó
fuertemente 70.000 hectáreas de sembrados de palma -15% del área cultivada-, y por ello,
debilitó en un mayor grado la competitividad de la producción nacional de biodiésel
(Vanguardia, 2015). Esta peste presionó al Presidente Juan Manuel Santos a subsidiar la
erradicación de plantaciones y reactivación económica de las zonas afectadas, pero esto no se
logró, y en casos extremos como Puerto Wilches, Santander esta plaga infestó más del 85% de
los cultivos de palma; y más grave aún, de las 14.200 hectáreas eliminadas en este
departamento en el 2015, sólo se renovaron 3.317 hectáreas, y quedaron faltando 23.200 más
por ser eliminadas a raíz de esta enfermedad (Vanguardia, 2015). De hecho, fue Fedepalma
como agente privado que agrupa a los cultivadores, la que realizó buena parte de las inversiones
para atender esta emergencia, sólo abril de este mismo año, destinaron $5.000 millones de
pesos para detener la PC (Vanguardia, 2015).
Bajo tal contexto, se inicia por señalar que el 2013 representa el marco bajo el cual se
enfrentó el comienzo de la crisis, y en general, estuvo determinado por las decisiones que el
Gobierno tomó en materia de apertura comercial. El Tratado de Libre Comercio con Estados
Unidos desató la importación de etanol de maíz -pese a que la diferencia en la efectividad para
reducir emisiones de gases de efecto invernadero es superior a 60 puntos porcentuales-, que
fue percibida como una competencia totalmente dispareja para la agroindustria interna,
partiendo de la capacidad productiva y subsidios con los que cuentan los productores
norteamericanos; aunque sobresale que esto movió al MME a autorizar de manera temporal la
comercialización de gasolina con mezcla E-10 en el centro del país (Ahumada, 2013).
Adicional a esto, la desprotección progresiva del ingenio azucarero con la aprobación de
decretos que bajaban el tope de la franja de precios y la tasa del arancel máximo para el azúcar
6

Enfermedad más devastadora de palma de aceite en América Latina. Aunque la sintomatología puede variar es
característica por tornar el color de la planta más amarillento y dañar el meristemo, tejido embrionario a cargo del
crecimiento (Nieto, 1992).

27

blanco, crudo y sus derivados, fue un hecho que sucedió de manera constante como
consecuencia de nuevos acuerdos comerciales firmados por Colombia (Portafolio, 2015).
En contraste, la integración de las energías renovables no convencionales7 (FNCER) al
Sistema Energético Nacional con la Ley 1715 de 2014, es seguramente el eje central y elemento
más amplio en los cambios de reglamentación durante el período de tiempo en cuestión; de
hecho, es mediante esta que se instauró un punto de inicio para legislar y dictar instrumentos
que promuevan su uso en otros sectores, en aras de tener una gestión eficiente de la energía
que asegure el abastecimiento de la demanda. Se expidieron medidas para fomentar la inversión
en investigación y desarrollo de tecnologías; incentivar la introducción de FNCER en la
industria; establecer mecanismos de cooperación y coordinación entre las empresas, el Estado
y los consumidores; y sentar deberes de las entidades nacionales, departamentales y
municipales para suprimir las barreras jurídicas o económicas que estimulen la certidumbre de
las FNCER. Como líneas de acción, se adoptó la autorización de venta e incorporación a la red
de distribución y transporte de las FNCER obtenidas a partir de las prácticas de autogeneración
a pequeña y gran escala8, impulsada con la estipulación de beneficios crediticios y creación de
programas de divulgación sobre los beneficios de fabricarlas. Esto se intensificó con el plan
gubernamental de sustituir el diésel fósil en los municipios y corregimientos que se encontraban
dentro del Sistema Interconectado Nacional. Igualmente, como incentivos tributarios, se
constató la reducción de renta gravable por cinco años para aquellos que apoyen las FNCER
por el valor de la mitad de su inversión, se dejaron exentos de IVA a los equipos y maquinaria
que se requieren para las FNCER, y se omitió la exigencia de Derechos Arancelarios a los que
sean importados. En lo que respecta a la cadena de suministros, el Gobierno se comprometió
con esta ley a la replantación forestal energética y a fomentar el aprovechamiento energético
de la biomasa agrícola. Para llevar a cabo la financiación, se encuentra la creación del Fondo
de Energías No Convencionales y Gestión Eficiente de la Energía (Fenoge), que recursos
provenientes de la nación, entes privados y organismos multilaterales que quedan a cargo del
Ministerio de Minas y Energía.
De otro lado, las resoluciones de precios presentaron en general un estancamiento del precio
por galón tanto del etanol como del biodiésel: En enero de 2014, el etanol fue distribuido a un

7

Aquellas que a pesar de ser ambientalmente sostenibles sólo son utilizadas de manera marginal en el país (MME,
2014).
8
De acuerdo con el MME (2014) la Autogeneración se define como la actividad bajo la que personas naturales o
jurídicas producen energía eléctrica para el consumo propio. Cuando quedan excedentes para la comercialización,
la Unidad de Planeación Minero- Energética está encarga de vigilar si la potencia de la capacidad instalada supera
1MW (gran escala) o no (pequeña escala).
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precio de $6.670 y el biodiésel de $8.854, y al finalizar el año fue de $6.604 y $9.401
respectivamente; mientras que, el 2015 inició con un precio de $7.065 para el alcohol
carburante y $9.732 para el diésel no fósil, y cerró con un incremento más considerable hasta
$7.736 y $10.560 respectivamente; el 2016 -como año en el que se recuperaron los precios del
crudo- fue el único en que se presentó una disminución notoria en el establecimiento de los
precios que en el primer mes fueron de $8.837 para el etanol y $11.354 para biodiésel, pero en
diciembre fueron de $7.934 y $10.712 respectivamente (Federación Nacional de
Biocombustibles de Colombia, 2018). Sin embargo, esto puede explicarse teniendo como base
que en este último año ocurrieron dos eventos importantes que vale la pena traer a colación, el
MME congeló los precios de los biocombustibles por el mes de octubre con la Resolución
409539 y la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG) modificó los parámetros para
calcular el ingreso del productor de biocombustibles en la Resolución 140, dictando que el
nivel eficiente será aquel que coincida con el establecido en mercados internacionales y con el
existente para su sustituto fósil, lo que indica que el precio del etanol será equiparado -y por
consiguiente, dependiente- del precio del petróleo y el del biodiésel al precio del ACPM; sin
considerar el hecho de que ambos productos son definidos como oxigenantes ambientales por
lo que no entran en la categoría de sustitutos de los combustibles fósiles, y como lo sostuvo el
líder gremial Jorge Bendeck, esto se materializa en la reducción a menos de la mitad del precio
que incluso resulta ser inferior al costo de la materia prima (La W, 2016) .
Como último recurso legal identificado, la Resolución 9 0963 de 2014 modifica otras
disposiciones anteriores en cuanto a la calidad y mezcla de biocombustibles para el uso en
motores diésel, resolviendo que los combustibles importados quedan igualmente sujetos a las
regulación de adición de biodiésel y ampliando una vez más los criterios químicos a vigilar
para permitir su comercialización, ya que se evidenció la necesidad de garantizar su estricto
cumplimiento para este biocombustible cuando es proveniente de exterior. Empero, el
porcentaje de mezcla B-8 y B-10 establecido desde hace tres años atrás no sufre ningún tipo de
cambio en esta resolución o en futuras.
Otro tipo de medidas que se identifican desde el 2013 fueron aquellas diseñadas para tener
cobertura en todo el sector agroindustrial, dentro de las que se incluye el acceso a créditos para
pequeños y medianos productores, inversión rural y educación de los jóvenes campesinos
(Fedebiocombustibles, 2015). En adición a ello, el 2016 terminó con el aval parlamentario de

9

Medida que buscaba mantenerse durante más tiempo, pero por presión de la Sociedad de Agricultores de
Colombia fue suspendida para el mes de noviembre.
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la reforma tributaria propuesta por el Gobierno Santos con la Ley 1819, en la que se añadió un
‘impuesto verde’ que estableció una tarifa para el uso de combustibles fósiles dependiendo de
las emisiones de dióxido de carbono que cada uno produce; por ejemplo, el CO2 que libera el
petróleo hizo que el galón de gasolina quedara con un gravamen de $135, pero el alcohol
carburante con destino a la mezcla con la gasolina y el biodiésel de origen vegetal o animal con
destino a la mezcla con ACPM quedaron exentos de tributación.
Por último, se reconoce que hay determinaciones institucionales que perjudicaron el
desarrollo de la agricultura del país, como lo fue la reducción del 17% en la inversión del
Gobierno para las regiones que sucedió entre 2014 y 2015, que generó un choque en los
procesos de expansión y consolidación de la producción de caña de azúcar y aceite de palma
(Mariño, 2015).
2.3 En Síntesis: Avances y Retrocesos para los Biocombustibles en Medio de la Baja en
los Precios del Crudo
Tras observar las modificaciones y nuevas estrategias que se dieron en la coyuntura de los
precios del petróleo en ambos países de estudio, ha sido posible identificar nuevamente como
Brasil tuvo avances significativos en materia de política de mezcla, la incursión de un nuevo
biocombustible, como el Etanol 2.0, y la promoción de combustibles no fósiles sobre la
gasolina y el diésel; mientras que las políticas públicas en Colombia estuvieron concentradas
en dar respuesta inmediata a aquellos inconvenientes y/o emergencias que se dieron en paralelo
a la situación en cuestión, aunque es destacable la integración de las energías no convencionales
dentro del sistema energético nacional.
Para el caso brasileño es factible reconocer que si bien se alcanzó el progreso del sector de
biocombustibles en medio de esta circunstancia, la situación previa en la que se encontraba este
segmento -completamente paralizado- logró dar cuenta de la manera en que el proceder
gubernamental puede ser uno de los mayores limitantes para las sociedades, pues la falta de
inversión estatal y el apoyo de esta institución a otros hidrocarburos imposibilitó el desarrollo
y el posicionamiento de estos combustibles a base de biomasa en la matriz energética nacional.
Esto también muestra hasta qué punto un gobierno puede ir en contra de objetivos nacionales,
pues en años anteriores -como se pudo observar en el primer capítulo- se habían establecido
diversas políticas que buscaban y propiciaban una mayor participación de los biocombustibles
en la canasta energética.
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El desarrollo más significativo fue en términos de la política de mezcla, pues al
establecerse la obligatoriedad y un mayor porcentaje adicionado de etanol o biodiésel a la
gasolina y al óleo diesel respectivamente, aumentó la demanda interna de estos dos bienes. Sin
embargo, es el escándalo de Petrobras el punto más resaltable, puesto que puede inferirse que
gracias a esto el Estado retiró el apoyo a los hidrocarburos y fomentó la producción de los
biocombustibles. En otras palabras, el Gobierno respondió a la necesidad de mantener a flote
la mayor empresa estatal por medio del establecimiento de una política pública, que como se
contempló a lo largo de este capítulo, demandaba el incremento del impuesto de la gasolina
resultando en un mayor precio para el consumidor, lo cual acarreó el resurgimiento del etanol
y biodiésel como alternativas más económicas.
Es de esta manera que es evidente cómo las políticas públicas en Brasil han respondido
principalmente a situaciones en específico y siempre buscando el ambiente más favorable para
el desarrollo económico del país, pese a que diversas presiones de gremios empresariales han
persuadido a que estas políticas se aprueben en el momento más oportuno para sí mismos.
Adicionalmente, se puede distinguir que aun cuando los precios del petróleo han logrado influir
de forma notable en las economías que dependen de este bien, para el caso brasileño no
perjudicaron directamente a los biocombustibles, pues se pensaría que un efecto de esto sería
la reducción en los precios de la gasolina y sus derivados; no obstante -como consecuencia de
la polémica de Petrobras S.A.-, estos no descendieron y favorecieron la posición de los
combustibles a base de biomasa en el mercado interno e internacional.
De otro lado, en Colombia, se reconoce a la integración de las FNCER como una
herramienta legislativa completa y multidimensional, que además contempla elementos como
la autogeneración, vitales para la apertura de una industria que -como se mencionó en el
capítulo anterior- estuvo marcada por la aglomeración de empresas centradas en el cultivo del
azúcar y la siembra de palma. Pese a esto, es notorio que ciertas políticas públicas que pudieron
ser trascendentales para el crecimiento de la industria de biocombustibles brillaron por su
ausencia. En múltiples ocasiones, las organizaciones gremiales solicitaron formalmente el
aumento en el porcentaje de la mezcla permitida para la gasolina y el ACPM, principalmente,
por la necesidad de asegurar mayores reservas de petróleo y la entrada en funcionamiento de
varias destilerías. Igualmente, las plantas ya existentes demostraron ante las autoridades
competentes la suficiencia de su capacidad instalada10 para enfrentar la responsabilidad que
10

Según Jara (2015) la capacidad instalada es el potencial de producción o volumen máximo de producción que
una empresa puede lograr durante un período de tiempo determinado teniendo en cuenta todos los recursos que
tienen disponibles.
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significa incrementar los porcentajes de mezcla hasta en un 50% para el etanol y un 20% para
el biodiésel; aunque sólo esperaban del gobierno un alza del 15% de ambos casos para el 2016
(Fedebiocombustibles, 2016).
Finalmente, en la experiencia colombiana se observó que darle vía libre a la entrada de
biocombustibles extranjeros, así como la falta de accionar para contrarrestar las situaciones
ambientales y sanitarias, y sobre todo, la reestructuración en el establecimiento de precios al
los biocombustibles al comportamiento de la gasolina y el ACPM son elementos que pueden
estar estrechamente ligados a los cambios en la rentabilidad y productividad de los
biocombustibles como se observará en el capítulo siguiente.
Para mayor claridad de los cambios institucionales identificados en cada caso, se presenta
las siguientes tablas:

Tabla 1. Síntesis de las políticas públicas en Brasil

Síntesis de las principales políticas que componían la legislación brasileña para el sector de biocombustibles antes
y durante la crisis de los precios del petróleo, diferenciada por producto y temática. Elaboración propia.
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Tabla 2 Síntesis de las políticas públicas en Colombia

Síntesis de las principales políticas que regularon el sector de biocombustibles en Colombia antes y durante la
crisis de los precios del petróleo, diferenciadas por producto y temática. Elaboración propia.
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CAPÍTULO III: EFECTIVIDAD Y LOGRO DE OBJETIVOS DE LAS POLÍTICAS
PÚBLICAS EN BRASIL Y COLOMBIA ENTRE EL 2013 Y 2016

Para poder emprender el análisis comprehensivo de los diversos indicadores que dan cuenta
de la efectividad de las políticas públicas descritas en los capítulos anteriores, es menester
realizar ciertas puntualizaciones. La primera es el reconocimiento del ciclo de estas, que para
Knoepfel, Larrue, Hinojosa y Varone (2007) está compuesto por 6 pasos primordiales: en
primer lugar, surgimiento y definición del problema; en segundo lugar, la inclusión de este en
la agenda; en tercer lugar, la formulación y adopción del programa; en cuarto lugar, la
implementación; en quinto lugar, la evaluación; y finalmente, la retroalimentación o
terminación. En este sentido, los actores resaltan la importancia del proceso evaluativo para
que la retroalimentación permita la elaboración de políticas más eficaces en el futuro
(Knoepfel, Larrue, Hinojosa y Varone, 2007).
De esta manera, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe decidió establecer
una herramienta que hiciera posible realizar dicha evaluación con parámetros pensados desde
y para la región. Dentro de esta, la CEPAL contempla que la estimación del desempeño y
resultados de la ejecución de políticas públicas es un procedimiento complejo, que puede
realizarse para su proceso, impacto, beneficio económico, y desde supuestos teóricos
(Winchester, 2011). Para Winchester el impacto ha de entenderse como la valoración de la
diferencia que la política causó a partir de técnicas cuantitativas, y por ello, debe hacerse
mediante la observación de indicadores estratégicos, con el fin de determinar el cumplimiento
de los objetivos de un gobierno (2011). En este punto, establece dos indicadores clave: el logro
de objetivos -que hace referencia a los resultados intermedios y finales partiendo de las metas
específicas que se planteó la administración-, y la efectividad -cuya definición está más
relacionada a la contribución de dichos resultados a fines generales esperados- (Winchester,
2011). Para el tema en cuestión, esto significa que tanto para Brasil como para Colombia los
cambios en el área sembrada, los niveles de producción, las ventas y la balanza comercial
permiten evaluar el logro de objetivo; mientras que, la reducción en emisiones de CO2 y la
diversificación de la matriz energética dan cuenta de la efectividad de las políticas públicas.
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3.1 Brasil: Progreso de sus Cultivos, Productividad, Importaciones, Exportaciones,
Oferta Energética y Reducción en Emisiones de CO2
Previo a la exposición de los diversos indicadores que dan cuenta de la situación de los
biocombustibles en Brasil es relevante destacar que el etanol al tener un mayor recorrido en el
sector energético brasileño presenta mayor cantidad de información, mientras que para el
biodiésel la información es escasa, puesto que la incursión de este dentro de la matriz energética
fue casi 30 años después. Pese a lo anterior, la evaluación del logro de objetivo para ambos
bienes se hará desde el análisis de las hectáreas cultivadas de caña de azúcar, los niveles de
producción de los combustibles contrastados con su consumo interno, hasta los niveles de
importación y exportación.
3.1.1 Logro de objetivo
3.1.1.1 Etanol
3.1.1.1.1 Producción.
En principio cabe resaltar que para la producción de este combustible no fósil la materia
prima más utilizada es la caña de azúcar, como ha sido puntualizado a lo largo del documento
el país posee un gran potencial como productor de este commoditie y la fertilidad de su tierra
y sus climas le han permitido esto, procurando así, que se convierta en uno de los mayores
fabricantes de etanol a nivel mundial. A raíz de lo anterior y como se identificó en el capítulo
uno y dos de esta monografía, el Gobierno venía brindando su apoyo al sector sucroalcoholero
desde el año 2012 a través del programa PRORENOVA, el cual buscaba impulsar el
aprovechamiento del terreno y el cultivo de gran cantidad de hectáreas de caña de azúcar. Sin
embargo, entre 2014 y 2015 la inversión estatal fue reducida - visto en el capítulo anterior y
resaltado más adelante- como respuesta a un mayor soporte al sector petrolero, el cual se vería
afectado después por el escándalo de Petrobras, resultando así en un leve aumento en el apoyo
estatal desde el año 2016.
Lo anteriormente descrito puede identificarse en la Figura 1, donde el número de hectáreas
cultivadas de caña de azúcar se mantuvo al alza desde el año 2010 hasta el año 2014, llegando
a aumentar en 900.000 hectáreas, empero, durante el 2015 el número descendió y cayó de 9
millones a 8,7 millones de hectáreas, lo que en el año 2016 se vio contrarrestado con la
recuperación del cultivo de caña de azúcar. No obstante, la cantidad de hectáreas sembradas ha
oscilado de 8,5 a 9 millones en este periodo de tiempo, lo cual demuestra un crecimiento no
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significativo, haciendo posible el reconocimiento de un estancamiento a razón de la escasez de
proyectos que incentiven las cosechas, la paralización de las unidades productivas y la baja
capacidad de molienda (Empresa de Pesquisa Energética, 2017).

Adicionalmente, también es posible resaltar específicamente para el año 2015 la contracción
en la inversión por parte de PRORENOVA, la cual pasó de ser de 1,8 billones a 0,6 billones de
Reales; en la misma medida, como fue resaltado en el capítulo 2 la financiación estatal no fue
considerable entre el 2004 y 2011 (Véase Anexo 1), periodo anterior al periodo en cuestión
(2012 a 2016), lo cual explica el retroceso en el que se encontraba el sector sucroalcoholero
brasileño, y la necesidad de implantación de más programas como PRORENOVA. Asimismo,
la participación de otros programas no fue muy significativa, resultando en el estancamiento
de la capacidad de cultivo de caña de azúcar.
En términos de producción y consumo mediante la Figura 2 -en la cual se contrastan los
valores de oferta y demanda del etanol- se observa como la producción se mantuvo al alza entre
el 2006 y el 2010, no obstante en los años 2011 y 2012 se registró una caída tanto en el consumo
- de 26 millones de litros en 2010 a 20 millones en 2011 y 18 millones en 2012- como en la
oferta de este bien - de 25 millones de litros en 2010 a 21 millones en 2011 y 20 millones en
2012-, lo cual puede ser explicado por el estancamiento en la formulación de políticas públicas
para este periodo de tiempo y por la decisión ejecutada en el 2011 por el Ministerio de
Agricultura, Ganadería y Abastecimiento de reducir el porcentaje de mezcla de etanol en la
gasolina de un 24% a un 20%. Sin embargo, entre el 2013 y el 2015 la demanda y oferta de
este biocombustible se mantuvo al alza, alcanzando su punto de consumo más álgido en el 2015
con 29 millones de litros. Esta recuperación responde a diversos factores, uno de los más
relevantes fue el restablecimiento del porcentaje de adición obligatorio de etanol, 25% para la
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gasolina premium y 27% para la gasolina común, lo que demandó una mayor producción en el
2015 (31 millones de litros) en pro de suplir el mayor consumo del mismo año y del año
subsiguiente. Asimismo, la entrada en funcionamiento de programas públicos, una mayor área
cultivada de caña, el aumento en el impuesto de la gasolina y los derivados del petróleo (2015)
que directamente conllevó al incremento del precio de este hidrocarburo y que de manera
indirecta elevó el consumo del etanol, resultaron en que la capacidad productiva del país
superara sus límites en el 2016, pues el consumo fue de 27 millones de litros de etanol
contrastado con una producción de 26 millones de litros. Es también importante reconocer que
la capacidad productiva del país para el 2016 disminuyó en un 5,6% en comparación al año
2015, reducción que puede aducirse al clima adverso en la región Centro-Sur -que representa
el 93% de la producción total- y a que la mayoría de plantas fueron destinadas a la producción
exclusiva de azúcar (Empresa de Pesquisa Energética, 2017).

3.1.1.1.2 Balanza comercial.
Brasil ha logrado posicionarse en los últimos años como el segundo mayor exportador de
etanol en el mercado mundial gracias a su gran capacidad productiva fruto de su amplio
recorrido apostándole al sector de hidrocarburos no convencionales. Pese a lo anterior, ha sido
también necesario recurrir a la importación de este bien, pues han existido periodos de tiempo
en que la oferta nacional no ha sido suficiente para suplir los niveles de demanda interna, que
como ha podido vislumbrarse a lo largo del texto ha sido uno de los objetivos principales del
país.
Los principales países encargados de vender este biocombustible a Brasil han sido Estados
Unidos, Reino Unido, Holanda, Paraguay y Francia. En los años 2011 y 2016 puede observarse
que se presentaron los mayores niveles de importación, 1’136.901 m3 y 832.144 m3 de etanol
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respectivamente, años en que la oferta nacional de este bien no fue suficiente para poder
abastecer la demanda interna y se requirió de fuentes externas (Véase Anexo 2). Del mismo
modo, es importante destacar el hecho de que la tributación brasileña intenta no promover esta
actividad comercial, ya que, impuestos como el PIS, COFINS y PASEP son más altos para
aquellos que comercialicen etanol - biodiésel- importado.
Por otra parte, las exportaciones del biocombustible entre los años 2007 al 2016, han sido
destinadas principalmente Estados Unidos, México, Jamaica, Trinidad y Tobago, Holanda y
Suiza. En este sentido, es posible identificar un mayor número de países a los cuáles se vende
etanol en comparación con aquellos países de los que se importa, sin embargo, es visible que
desde el año 2013 muchos Estados dejaron de comprar este bien a Brasil, lo que posiblemente
puede ser explicado por la caída en los precios del petróleo que resultó en la disminución del
valor de la gasolina en diversos países importadores de ésta y que conllevó a optar por el uso
de este biocombustible (Véase Anexo 3).
Para los años 2013, 2014 y 2015 los principales mercados de biocombustibles estaban en
busca de una eficiencia e independencia energética y en medio del debate de la seguridad
alimentaria prefirieron apostar a biocombustibles de segunda generación11, razón que también
explica el porqué de la disminución en los niveles de exportación en este periodo de tiempo.
Igualmente, otro punto resaltable en medio de esta coyuntura es que para el año 2016, como se
vio anteriormente, el país sobrepasó los límites de su capacidad productiva, no logró satisfacer
la demanda interna y en consecuencia, las exportaciones disminuyeron en un 4,19% en
comparación con el año anterior (Agência Nacional do Petróleo, Gás natural e
Biocombustíveis, 2017).
3.1.1.2 Biodiésel
3.1.1.2.1 Producción.
Las principales materias primas utilizadas para la obtención de este hidrocarburo no
convencional son el aceite de soya, sebo bovino y aceite de algodón, entre otros aceites
naturales, lo cual ha representado que los costos de producción sean demasiado altos
obstaculizando el aprovechamiento total de la capacidad instalada del país.

11

Según Twenergy (2013) los biocombustibles de Segunda Generación son aquellos que se obtienen a partir de
biomasa lignocelulósica, la cual procede de residuos de cultivos, de subproductos de las industrias alimentarias o
forestales o de cultivos específicamente destinados a su obtención.
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Es importante reconocer que desde el 2012 hasta el 2016 el país ha aprovechado máximo el
53,8% de su capacidad productiva, haciendo evidente el potencial de Brasil como productor de
biodiésel (Véase Anexo 4). Sin embargo, como ya se nombró anteriormente los altos costos de
producción han sido un impedimento para la consolidación de este biocombustible en la matriz
energética del país y el hecho de que se incentive a través de programas públicos la inmersión
de pequeñas familias dentro de la cadena de suministros han afectado la eficiencia en la
productividad.
A pesar de lo anterior es también evidente que en la figura 3 la producción de biodiésel ha
estado en constante crecimiento, para el 2016 fue que se registró una caída en los niveles,
empero, para los años 2013, 2014 y 2015 -en medio de la caída de los precios del petróleo- la
producción se mantuvo al alza, intentando responder a la coyuntura que atravesaba el país, el
escándalo de Petrobras y la búsqueda de la diversificación de la canasta energética. La
reducción en la producción del 2016 puede responder al declive en la producción de las
principales materias primas de las cuales se obtiene el biodiésel, pues el cultivo de soya cayó
un 1% con respecto al 2015 y la producción del aceite de soya cayó un 4% respecto al 2015
(Empresa de Pesquisa Energética, 2017). Del mismo modo, la legislación del país promueve la
exportación de esta materia prima -soya en grano- en vez de promover su uso para la obtención
de este combustible no fósil.
En términos de consumo, puede decirse que el aumento significativo del 2014 respondió a
la Ley 13033 que establecía la obligatoriedad del porcentaje de mezcla y para el año 2015
respondió a la Resolución del Consejo Nacional de Política Energética de autorizar el uso
voluntario de biodiésel en un porcentaje mayor a la alícuota obligatoria establecida el año
anterior. La leve caída de la demanda en el 2016 respondió a un menor consumo de Diésel en
el país debido a sus altos precios de comercialización (Empresa de Pesquisa Energética, 2017).
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3.1.1.2.2 Balanza comercial.
Brasil comenzó sus actividades de exportación en el 2008, sin embargo, en la Figura 4 es
posible observar que en el 2012 no hubo ninguna venta internacional de este biocombustibledebido a que la oferta sólo suplía el mercado interno. Para 2013 reanudó sus ventas a la Unión
Europea (UE), -España y Países Bajos-. En el 2014 la situación no cambió, el país mantuvo el
mismo destino de sus exportaciones, las cuales sumaron 42 millones de litros -el punto más
alto-. En el 2015 la cantidad exportada se contrajo en un 70% comparado con el año anterior
pues su principal socio exportador se encontraba en medio del debate de la seguridad
alimentaria, hecho que puede explicar la disminución de esta cifra. Finalmente, para el 2016
no se produjeron exportaciones de biodiésel, pues los países de la UE reafirmaron su posición
de desfavorecer a los biocombustibles de primera generación12 y decidieron frenar sus
importaciones (Empresa de Pesquisa Energética, 2017).

Acerca de las importaciones, cabe destacar que desde el 2012 Brasil frenó esta actividad
comercial debido a que el país ha hecho uso de sus recursos productivos por debajo de su
capacidad -lo que pudo observarse en el apartado de producción- y no ha requerido de fuentes
externas para suplir su demanda interna, por lo tanto entre el 2012 y el 2016 no se registraron
importaciones de este biocombustible (Global Agricultural Information Network, 2016).
3.1.2 Efectividad.
Las guías principales sobre seguridad energética en Brasil han sido los Planes Nacionales
de Energía, los Planes Nacionales de Eficiencia Energética y los Planes Decenales de
Expansión Energética. Los anteriores han surgido como líneas de acción frente a la
12

Según Cavieres (2008) los biocombustibles de primera generación (bioetanol, biodiésel y biogás) son aquellos
provenientes de la biomasa, especialmente de cultivos agrícolas destinados a la alimentación humana.
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preocupación de una posible crisis energética, procurando una constante búsqueda de
independencia energética y de diversificación de las fuentes que suplen el consumo interno de
energía.
No obstante, al realizar el análisis de estas estrategias, pudo observarse que el término de
seguridad energética no es mayormente utilizado, sino que se habla sobre eficiencia energética,
concebida como la necesidad de frenar el consumo energético a través del uso e
implementación de tecnologías productivas más amigables con el medio ambiente,
aprovechamiento de materias primas naturales y residuos para la obtención de energía, etc. Es
por esto, que el análisis sobre la distribución de la canasta energética y la reducción de gases
de efecto invernadero se focalizará en los objetivos principales del país: Independencia
Energética y Diversificación de las fuentes principales de energía.
3.1.2.1 Matriz energética.
Partiendo de lo puntualizado anteriormente y resaltando el Plan Nacional de Eficiencia
Energética y el Plan Nacional de Energía 2030 del país, la estrategia principal para alcanzar las
metas tanto de reducción de emisiones de CO2, así como la independencia energética y la
eficiencia energética, ha sido la diversificación de la matriz energética, a través del aumento
en la participación de fuentes renovables en esta. Antes de entrar en materia, es clave enfatizar
en que el uso de biomasa, en este caso biocombustibles, se ha enfocado primordialmente en el
sector de transporte y un tanto en el sector industrial.

Brasil se diferencia por tener una de las matrices energéticas más renovables a nivel
mundial, pues para 2016 estas fuentes representaron el 43,7 % del consumo interno, mientras
que en la matriz energética mundial las mismas fueron el 14,1% del consumo mundial
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(Empresa de Pesquisa Energética, 2017). Mediante la figura 5 es posible observar cómo la
evolución de la participación de fuentes renovables en la canasta energética del país ha
experimentado altibajos, pues entre el 2012 y el 2014 esta disminuyó y en 2015 y 2016 presentó
recuperación. Específicamente, en el 2012 estas fuentes representaban un 42,4% del consumo
nacional, para el 2014 la cifra se redujo en 3 puntos porcentuales (39,4%) y en el 2016 llegó a
su punto más alto, con un aumento de 4,1%, alcanzando una participación de 43,1%.

En términos más específicos, la participación de los biocombustibles (etanol y biodiésel) en
la canasta energética estuvo en constante aumento durante el periodo de estudio, excepto una
leve caída experimentada en el 2016 a raíz de la sobredemanda. En el 2012 el etanol
representaba el 4,2% y el biodiésel el 0,5% del consumo interno, para 2016 la situación mejoró
y los valores fueron mayores, 5,6% y 1,04% respectivamente. En este mismo sentido, la
variación en la participación del etanol fue la que tuvo cambios significativos, entre el 2012 y
2013 fue positiva en 0,6%, entre 2013 y 2014 fue también positiva en 0,3%, para 2014 y 2015
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se presentó una de las mayores variaciones, un aumento de un punto porcentual y entre el 2015
y el 2016 se registró un descenso de 0,5% (Véase Anexo 5). Lo anterior da cuenta del potencial
que tiene el país para obtener lo propuesto en el Plan Nacional de Energía 2030 (2016), en
donde, se puntualiza el objetivo de conseguir un aumento en la participación de caña de azúcar,
sus derivados y biodiésel de 0,43% anual en horizontes del año 2030.
3.1.2.2 Emisiones de gases de efecto invernadero (GEI).
La emisión de gases de efecto invernadero ha sido una de las principales causas del cambio
climático y también la gran preocupación de diversas naciones por contrarrestar este en los
últimos años. Los sectores de la construcción, del transporte y de la industria son los mayores
generadores de estos gases y es por esto que las soluciones se han formado desde y para estos,
la eficiencia energética ha sido catalogada por la Agencia Internacional de Energía como la
metodología que más puede aportar en materia de reducción de emisiones de CO2, pues lograría
la disminución de estas en un 38%, lo que se calcula que serviría para mantener el planeta en
el escenario de sólo dos grados de calentamiento global para el 2050 (Christiansen, 2015).
El accionar de Brasil en este asunto coyuntural ha respondido en gran medida a un esfuerzo
voluntario y a compromisos internacionales que ha adquirido la nación desde que este tema
tuvo lugar en la esfera global. Uno de los compromisos más recientes y que actualmente ha
moldeado la política energética del país ha sido el Acuerdo de París de 2015, a través del cual
se presenta un plan de acción para mantener el aumento de la temperatura mundial durante este
siglo por debajo de dos grados (Ministério do Meio Ambiente, 2017). Para efectos de lo
anterior, el país anunció que su meta para el 2025 es haber reducido en un 37% y para 2030 en
un 43% las emisiones de dióxido de carbono teniendo como año base el 2005, una de las
estrategias para alcanzar este objetivo es aumentar la participación de bioenergía sustentable
en la matriz energética, dentro del cual se encuentran los biocombustibles (Ministério do Meio
Ambiente, 2017).
A través de figura 7 puede observarse las emisiones totales de GEI del año base (3,261
Billones de Emisiones), y el período de estudio, 2012 a 2016, donde se registraron valores
mucho más bajos contrastados con los del 2005, lo cual indica superficialmente que el país está
trabajando en alcanzar las metas propuestas. Asimismo, en la misma figura puede identificarse
las cifras de las emisiones ocasionadas por el sector energético del país - sector en el cual, los
biocombustibles tienen mayor participación-, dentro de estos valores puede observarse que
entre el año 2014 y 2015 hubo una reducción del 5,19% y entre el 2015 y el 2016 también hubo
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una reducción de 7,23%13 (Sistema de Estimativas de Emissões e Remoções de Gases de Efeito
Estufa, 2018) las cuales pudieron ser determinadas por el incremento en el uso de
biocombustibles que se dio en estos dos años, como se vio anteriormente.

En la figura 8 puede contemplarse las emisiones evitadas por el uso del etanol y el biodiésel,
es decir, la contribución en la reducción de CO2 que ha significado el aprovechamiento e
incorporación de estas fuentes renovables en la matriz energética de la nación. Es factible
observar que los datos han estado en constante crecimiento -siendo el mayor valor el del año
2015-, excepto por el año 2016 que registró una caída. Cada uno de los valores de emisiones
evitadas pueden ser contrastados con el total de emisiones del año base, con el fin de conocer
el porcentaje de contribución que representa la utilización de combustibles no fósiles, el valor
del año 2013 significó una reducción de 1,990%, en el 2014 representó una disminución de
2,079%, en el 2015 se alcanzó la cifra más alta, una reducción de 2,140% y en el 2016 la
disminución en 1,683%14, cada uno de los anteriores en comparación con los valores del 2005.
Lo cual representaría en total una contribución del 7,892% del 37% y 43% que el Estado se
comprometió a alcanzar para el 2025 y 2030 respectivamente, en la ratificación del Acuerdo
de París de 2015.

13

El cálculo de estos valores se realizó a partir de la cantidad de emisiones de GEI generadas por el sector de
energía (GEIE) para cada año (t). Luego se aplicó la fórmula (GEIE t-GEIEt-1)/ GEIEt-1 para determinar la
variación porcentual de esta información.
14
El cálculo de estos valores se realizó a partir del valor de las emisiones evitadas de GEI (EE) sobre el total de
emisiones de GEI (ET) para cada año (t). Se aplicó la fórmula (EE t*100%)/ETt para conocer la contribución
porcentual de EE sobre ET.
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3.2 Colombia: Disponibilidad de Materias Primas, Niveles de Producción, Matriz
Energética y Emisiones de GEI
Tal como lo mostró la legislación, Colombia lleva un recorrido relativamente breve en
energías renovables frente a otras industrias, lo cual genera un menor reconocimiento
internacional y hace que la información disponible sea más escasa. No obstante, se destaca el
hecho de que Colombia ha aprobado mandatos superiores a los de importantes economías a
nivel global; por ejemplo, Noruega introdujo la mezcla del 2,5% para el biodiésel, mientras
que para el 2014 la Unión Europea contó con porcentajes del 5,75% para el etanol y 7% para
el biodiésel, que claramente distan del E-10, B-8 y B-10 legislados en el país
(Fedebiocombustibles, 2016).
Del mismo modo, se hace necesario señalar que no se tomarán indicadores o cifras
referentes a las exportaciones, ya que la incursión del etanol y el biodiésel colombianos en
mercados internacionales no tomó lugar en el período de estudio, esto debido a que con la
decisión del MME en la Resolución 18 0687 de 2003 -por medio de la cual se prohíben las
exportaciones de los oxigenantes para los combustibles fósiles, salvo que se satisfaga por
completo la demanda interna- se destina toda la producción colombiana de biocombustibles al
consumo interno. Empero, las importaciones -sólo de bioetanol- sí están permitidas para los
comercializadores mayoristas de gasolina.
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3.2.1 Logro de Objetivo
3.2.1.1 Etanol
3.2.1.1.1 Producción.
En materia productiva, el área sembrada ofrece una buena perspectiva para observar el
crecimiento del etanol en los últimos años. Inicialmente, se tiene que, en el año previo a la
crisis del crudo, cerca de 40.000 de las más de 220.000 hectáreas sembradas de caña de azúcar
en el país estaban destinadas a la producción del oxigenante para la gasolina, y de estas se
obtuvieron cerca de 380 millones de litros; por lo que para que esta actividad se mantuviese en
expansión, se planteó la incorporación anual de 2.000 hectáreas de caña (El País, 2014).
A pesar de que la figura 9 muestra cuántas hectáreas se dedicaron a la siembra de caña de
azúcar -y esto incluye productos diferentes al etanol-, deja en claro que la disponibilidad de la
materia prima principal del alcohol carburante presentó crecimiento a partir del 2013, pasando
de 225.560 a 238.204 hectáreas sembradas. No obstante, al traducir dichas cifras a porcentajes,
se obtiene que la siembra de caña no aumentó más allá del 5%, aunque se sobrepasó la meta de
aumentar 2.000 hectáreas al año, y como se mencionó en el capítulo anterior, la capacidad
productiva se vio considerablemente mejorada con la construcción y mejora de destilerías en
diferentes puntos del país.

En consecuencia, los niveles de producción reflejaron la mayor disponibilidad de materias
primas, respecto a lo cual el periódico el Espectador señaló que la Federación de
Biocombustibles tenía la expectativa de incrementar en un 50% la producción nacional de
alcohol carburante dentro de los años 2014 y 2015 para satisfacer mayores porcentajes de
mezcla en la demanda interna y tener excedentes para los mercados internacionales (2014).
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A partir de la figura 10 se observa que la producción de etanol presentó una tendencia
creciente hasta el año 2015, cuando, si bien obtuvo el incremento marginal más alto, no se
alcanzó la meta planteada para este año (sólo se produjo 12, 3% más que el año anterior). En
contraste, el 2016 -que se caracterizó por presentar una pequeña recuperación en los precios
del crudo-, fue el único que representó una pérdida de aproximadamente 5% en la cantidad
producida respecto al año previo; y en términos de productividad, esto significa que el
rendimiento por hectárea pasó de ser de 9.000 litros en 2015 a 8.300 litros en el 2016
(Fedebiocombustibles, 2016).

Al mirar la línea del consumo, se reconoce un comportamiento similar al de la producción,
con la distinción de que estuvo levemente por encima en algunos años, sustentando la
determinación institucional de autorizar las importaciones. Sin embargo, enseguida se
expondrá el potencial exportador que tuvieron algunos países para acaparar una porción del
mercado mayor a esta diferencia, y con ello dejar más mercancía en stock para los nacionales.
3.2.1.1.2 Importaciones.
Desde su aprobación en el 2016, la entrada al territorio nacional de etanol proveniente del
extranjero ha sido foco de críticas y reclamos por parte de los productores nacionales, en vista
de los excedentes que ello deja, y la carencia de capacidad suficiente para almacenar los
inventarios resultantes de ello. Principalmente, menciona Domínguez (2016), fue un punto de
preocupación la dificultad de la industria nacional para competir con países como Estados
Unidos, donde se produjo 123 veces más etanol que en Colombia en ese año, y a un costo de
US$1,5 por galón frente a los US$2,5 que esto significa para la industria nacional; que es
gracias a los grandes subsidios con los que cuentan los norteamericanos para los cultivos de
maíz (materia prima que es utilizada para obtener etanol en ese país).
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Como respaldo a esto, el gráfico a continuación ilustra cómo han fluctuado los niveles de
importación colombianos desde Ecuador y Estados Unidos en los últimos años, además de
resaltar las acciones más trascendentales del MME en materia de regulación; siendo evidente
que las mismas han sido determinantes tanto para los picos como para los puntos nulos. De
igual manera, se destaca cómo el 2016 es de nuevo un año con particularidades, pues presenta
mayor número de fluctuaciones de importaciones estadounidenses y las mismas alcanzan cifras
cercanas a los cuatro millones de litros en cuatro ocasiones, lo que sugiere que -dentro del
período de estudio- fue el año en el que ingresaron mayores volúmenes de etanol desde el
extranjero. Esto responde en buena medida, a la eliminación de restricciones arancelarias del
azúcar y sus derivados por medio de acuerdos como los TLC que dan una entrada más fácil y
rápida a las importaciones de alcohol carburante. Por último, analizando la diferencia entre las
cantidades importadas por país de origen, se deduce que, mientras Ecuador demostró una
capacidad de exportación más limitada, Estados Unidos tuvo la producción necesaria para que
-una vez dada la luz verde por parte del MME- pudiesen concretar grandes ventas de etanol en
el territorio colombiano.

Figura 11. Importaciones Históricas de Etanol por sus principales países de origen. Gráfica extraída del
reporte anual del 2017 sobre biocombustibles del Servicio de Agricultura Extranjera estadounidense,
preparado por Lady Gómez y Benjamín Rau y diseñado a partir de los datos del Global Trade Atlas de
ISH Markit y el Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas, DANE.

3.2.1.2 Biodiésel
3.2.1.2.1 Producción.
La oferta mundial de biodiésel se ha multiplicado notablemente en este siglo, de hecho, para
el 2013 la tasa de crecimiento promedio anual de este biocombustible se calculó alrededor del
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23%; y en Colombia este fue de cerca del 5% en los años anteriores al desplome de los precios
del crudo (Dishington, 2014) .
Respecto a esto, se contempla que el área sembrada de palma de aceite en Colombia se
extendió considerablemente, antes de la crisis de los precios del crudo consistía de 452.435
hectáreas, y al final de ésta fue de 512.076 hectáreas, presentando el incremento más notable
entre el 2014 y el 2015 (casi 50.000 hectáreas). Lo que esto evidencia es que la palma fue
valorada como un producto más rentable en el período de estudio, aunque se aclara que no sólo
para ser transformada en biodiésel, sino en todos sus posibles derivados. Sin embargo, al dar
una mirada al rendimiento medio por hectárea las conclusiones son distintas, pues previo a la
situación del crudo alcanzó niveles alrededor de 17 puntos y en el 2016 fue de apenas 14,14,
lo que sugiere que la producción de palma perdió eficiencia; pero si se toma en consideración
la emergencia sanitaria que surgió de la pudrición de cogollo se resuelve que estas cifras están
más relacionadas con un factor ajeno al crudo, aunque no por eso fuera de la competencia de
la labor del gobierno (Federación Nacional de Biocombustibles, 2018).

Paralelamente, los niveles de producción de biodiésel se duplicaron luego de aprobarse la
mezcla B-7 y B-10 en el 2010 con la Resolución 18 1120, es a partir de ese momento que los
mismos se mantuvieron en superiores a los 500 millones de litros anuales. Seguidamente, se
observa que sucede una situación similar a lo que se mencionó para el etanol, el 2016 fue el
año en el cual se interrumpe la tendencia de crecimiento en los volúmenes de producción, y se
pasa a una caída, que en este caso fue de más del 10%; empero, cabe hacer la aclaración de que
en este caso esto no responde a medidas comerciales, sino a otras como el congelamiento de
los precios, y más que esto a la reiterada PC.
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Finalmente, partiendo del hecho de que toda la producción nacional fue destinada para el
consumo interno -puesto que no se dio vía libre a las exportaciones-, y que no hubo ingreso de
mercancía importada, se entiende por qué la línea del consumo refleja que la demanda y la
oferta de biodiésel estuvieron prácticamente en un punto de equilibrio.
3.2.2 Efectividad.
Desde sus inicios, la producción de biocombustibles en Colombia ha tenido la finalidad de
aprovechar los recursos disponibles para dinamizar la agroindustria, diversificar la canasta
energética buscando autosuficiencia, y reducir la emisión de gases de efecto invernadero (GEI).
Consecuentemente, es de esperarse que las políticas públicas emprendidas por las distintas
instancias estatales se han diseñado con el objetivo de generar algún tipo de impacto en dicho
fin último.
3.2.2.1 Matriz Energética.
Antes de que los ingresos por comercialización del petróleo se vieran severamente reducidos
de manera sorpresiva, para el año 2012 la explotación y producción de energías en Colombia
estaba fuertemente concentrada en combustibles fósiles pues estaba dominada por el carbón
mineral (46%), seguido por el petróleo (38%) y el gas natural (9%); sobre estos se tenían unas
reservas suficientes para 170 años, 7 años y 15 años respectivamente (UPME, 2015). En
contraste, la demanda nacional estuvo más concentrada en el crudo (43%), el gas natural (25%)
y la hidroenergía (13%); siendo el sector de transporte el que constituye la mitad del consumo
final, con la industria y los hogares como siguientes en esta lista (UPME, 2015). Dentro de este
esquema, las fuentes renovables se limitaban a la biomasa y los residuos, que se establecieron
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como el 3% de la oferta y el 1% de la demanda energética doméstica, donde se destaca un 4,8%
del consumo de transporte (UPME, 2015).

Con lo sucedido entre 2013 y 2016 estos números experimentaron ciertos cambios, los más
trascendentales se experimentaron el 2015 cuando una participación del 2% en la torta de oferta
energética, que representó una brecha menor frente al crudo que ocupó el 33%. Esto coincide
con lo descrito en las secciones anteriores, ya que el 2015 fue el año en el cual tanto el etanol
como el biodiésel tuvieron los niveles de producción más altos, y por ello, los biocombustibles
lograron aumentar en un punto porcentual su contribución en la oferta de energía nacional.
En última instancia, los gráficos para el 2016 de la figura 15 ilustran lo opuesto a lo anterior,
puesto que al final de la coyuntura mundial del crudo, Colombia recobró la dependencia a este
pese a mostrarse como un producto menos rentable en ese momento, volviendo a ser el 39%
del total de energía en el país y superando la porción que el combustible ocupa a escala global.
Igualmente, las energías renovables tuvieron un declive en un 1% de participación dentro de la
matriz energética nacional, siendo este inferior al panorama mundial.
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Figura 15. Matriz energética mundial y matriz energética de Colombia para el año 2016. Gráficos
extraídos del Comentario Económico del día 05 de julio de 2017 ‘Acuerdo Climático de París y
abandono de Estados Unidos’, escrito por Sergio Clavijo y publicado por el Centro de Estudios de
la Asociación Nacional de Instituciones Financieras, ANIF.

3.2.2.2 Emisiones de gases de efecto invernadero (GEI).
Inicialmente, es prudente recordar que en Colombia la incorporación de energías
alternativas en la producción nacional estuvo pensada como un camino para mitigar el impacto
ambiental no mediante el reemplazo de los combustibles fósiles, sino como un oxigenante que
redujera la combustión ocasionada por los motores al ser mezclados con las fuentes
tradicionales (Revista Dinero, 2015).
Para el World Resources Institute (2015) en el año 2010 la producción de energía fue
segunda fuente de emisiones de GEI con casi un tercio de la totalidad de las mismas,
equivalentes a 74,66 megatoneladas. Dos años más tarde, esta cantidad ascendió a 80,29
megatoneladas (Mton), de las cuales 26,39 fueron del sector de transporte; es decir, para lo que
concierne a este documento, se tiene como dato crucial este último, que corresponde al 32,8%
del inventario nacional de GEI.
Posteriormente, el World Resources Institute registró que el 2013 significó un considerable
incremento de diez megatoneladas en las emisiones de la rama energética, llegando a un
acumulado de 86,83 Mton y siendo 28,5 Mton de estas originadas por el transporte, valor que
equivale al 32,82% de los gases provocados a raíz de la producción de energía (2014).
Similarmente, en el 2014 esta relación fue del 33,65%, puesto que la generación de energía
alcanzó las 88,57 Mton, y dentro de este el subsector de transporte 29,87 Mton (World
Resources Institute, 2014).

52

En resumen, se observa que la obtención y uso de energía en Colombia envió cada año más
toneladas de GEI a la atmósfera. Sin embargo, este dato era de esperarse y se explica al entender
que la demanda y generación de esta han ido en crecimiento año tras año; razón por la cual es
importante entender esta información a partir de porcentajes, los cuales sugieren que el aporte
de la subdivisión transporte en las emisiones de GEI del sector de energía del 2012 al 2013
disminuyó un 5%, en cambio, entre 2013 y 2014 aumentó en un 3%.15
3.3. Evaluación de políticas públicas: El logro de Objetivo y la Efectividad Desde Una
Mirada a los Indicadores Nacionales
La estimación del logro de objetivo en Brasil estuvo ligado a los cambios en los niveles de
producción de etanol y biodiésel, los cuales respondieron favorablemente a políticas estatales,
como lo fueron los aumentos de la política de mezcla para ambos casos y el establecimiento de
la obligatoriedad de ésta para el biodiésel, así como la reducción en la tributación de la
actividad comercial de los mismos. No obstante, es importante recalcar que, sin un aumento en
la demanda interna de estos bienes, la oferta no habría tenido mayor variabilidad, es por esto
que un factor clave para incrementar la productividad fue el escándalo de Petrobras. Lo
previamente mencionado deja entrever cómo las políticas del Estado brasileño respondieron
indirectamente a la caída de los precios del crudo, ya que inicialmente estas no fueron pensadas

15

El cálculo de estos valores se realizó a partir del porcentaje de emisiones de GEI de la sub-división de transporte
dentro del total de emisiones del sector de energía (PET) para cada año (t). Luego se aplicó la fórmula
(PETt-PETt-1)/ PETt-1 para determinar la variación porcentual de esta información.
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para subsanar esta situación sino una crisis de corrupción; sin embargo, fueron pertinentes y
permitieron sacar provecho del precio internacional del hidrocarburo.
En contraparte, cabe aclarar que, si hubiera existido un accionar estatal en retos como el
debate de la seguridad alimentaria y los efectos medioambientales en la producción de estos
hidrocarburos no fósiles o si se hubiera aprovechado la capacidad instalada del país para
obtener biodiésel, se habría logrado niveles de producción más altos y posiblemente habría
podido suplirse la sobredemanda del 2016. Un ejemplo de lo anterior es la falta de una política
pública que impulsara la inclusión del Etanol de Segunda Generación en la canasta energética
o que promoviera una mayor producción y consumo de biodiésel.
Asimismo, la efectividad de las políticas públicas estuvo ligada al análisis de la reducción
de emisiones de GEI y la diversificación de la canasta energética como indicadores del alcance
o no de seguridad energética en el país, reconociendo que si bien Brasil tiene una de las matrices
energéticas más renovables del mundo y la participación de los biocombustibles en esta ha
aumentado en medio de la caída del valor monetario del petróleo, la formulación e
implementación de políticas públicas como las descritas en el anterior párrafo habrían
repercutido de manera positiva en la consecución de este fin último.
Como último elemento, es también relevante hacer alusión a que los objetivos del país
siguen siendo los mismos desde que se fomentó la producción y el uso de biocombustibles, la
búsqueda de eficiencia e independencia energética, así como la priorización de suplir la
demanda interna antes que incurrir en mercados internacionales.
Para Colombia, se determinó que en general, es evidente que pese al estancamiento en
ciertos asuntos, las políticas públicas lograron que la variación en el área sembrada de palma y
caña de azúcar fuera siempre positiva, y en consecuencia, se pudo llevar la producción de
biocombustibles a niveles más altos durante los tres primeros años de la coyuntura en cuestión.
Empero, las decisiones promulgadas para el 2016 fueron objeto de desmotivación para que esta
tendencia se mantuviese, el comienzo de la recuperación en el precio del crudo coincidió con
la pasividad del gobierno para cambiar los porcentajes de mezcla y establecer una paridad entre
el precio del etanol y el biodiésel con sus complementarios fósiles, decisiones que impiden que
se pueda hablar de un logro de objetivo de manera absoluta para todo el período de tiempo
evaluado. No se dio un aprovechamiento óptimo de la capacidad productiva de las materias
primas, y la falta de instituciones para hacer frente a la vulnerabilidad que resulta de ciertas
dinámicas climáticas y comerciales es un hecho más que lo comprueba.
Consiguiente a ello, -en términos de efectividad- se identificó que lo anterior claramente
incidió en la consecución de la diversificación energética, puesto que la participación de las
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fuentes renovables en la oferta nacional decayó y la del petróleo volvió a ocupar un lugar más
predominante en el último año. La información para las emisiones de GEI -aunque fue limitadaadvierte que la baja contribución de los biocombustibles en la matriz de energía, generó que su
producción no haya tenido una mayor incidencia en cuanto al impacto ambiental de las
actividades relacionadas con el transporte del país.
Finalmente, vale la pena plantear que, aunque iniciativas como moderar la carga tributaria
e integrar fuentes no convencionales al sistema interconectado nacional son un paso que
muestra la voluntad por potencializar la contribución que la biomasa puede tener en el sector
energético y con ello garantizar mayor sostenibilidad; estas no mostraron resultados
significativos en el corto plazo.
Para mayor claridad sobre el análisis de los indicadores de efectividad y logro de objetivo
de las políticas públicas de los biocombustibles en medio de la caída de los precios del crudo,
se presenta las siguientes tablas:
Tabla 3 Logro de objetivo y efectividad de las políticas públicas de Brasil entre 2013 y 2016
para el sector de biocombustibles.

Síntesis de la efectividad y el logro de objetivo de las principales políticas de la legislación brasileña para el
sector de biocombustibles durante la crisis de los precios del petróleo, diferenciadas por producto e
implicaciones. Elaboración propia.
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Tabla 4 Logro de objetivo y efectividad de las políticas públicas de Colombia entre 2013 y
2016 para el sector de biocombustibles.

Síntesis de la efectividad y el logro de objetivo de las principales políticas de la legislación colombiana para el
sector de biocombustibles durante la crisis de los precios del petróleo, diferenciadas por producto e implicaciones.
Elaboración propia
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CONCLUSIONES
En primer lugar, a partir de la caracterización de la creación y evolución del marco
institucional para la industria de biocombustibles, fue posible identificar que las leyes y
programas iniciales en Brasil estaban fundamentados en la búsqueda de independencia
energética y apoyo estatal absoluto; en Colombia, fue central la existencia de sobreoferta de
materias primas, y se antepuso la satisfacción de las necesidades en el mercado doméstico.
Seguido a esto, el análisis de las dinámicas de cambio en las políticas públicas dejo entrever
que para Brasil fue notorio el intento de una mayor competitividad de otros combustibles
distintos a la gasolina mediante el impulso a la producción de alcohol carburante y biodiésel
con los incrementos en el porcentaje de mezcla y proliferación de los programas de promoción.
Las modificaciones legislativas en el caso colombiano exhibieron estancamiento en la
aprobación de porcentajes de mezcla superiores y endurecimiento en el establecimiento de los
precios, aunque cabe resaltar la integración de las FNCR al Sistema Energético Nacional.
Por consiguiente, al estimar el impacto de lo anterior en la seguridad energética de Brasil y
Colombia para el período comprendido entre 2013 y 2016 según indicadores propuestos por la
CEPAL, se concluye que en la industria brasileña hubo una respuesta positiva a los cambios
institucionales, aun cuando estos estuvieron diseñados para resolver una crisis interna; pero en
la oferta energética se reconoce que no se explotó en su totalidad el potencial de la energías de
biomasa para sacar provecho de las condiciones internacionales respecto al crudo. De
Colombia se resolvió que, si bien en los cuatro años existió un progreso considerable en la
cantidad de hectáreas sembradas, los niveles de producción no se comportaron de la misma
manera, y, por lo tanto, se perdió el progreso alcanzado en la matriz energética; probablemente
esto sucedió por la ausencia de mejoras imprescindibles en el tamaño y valor de la demanda.
Ampliando esto desde la visión general de seguridad energética -donde se conciben como
puntos claves la diversidad de fuentes, la reducción de la dependencia a una única fuente, la
explotación de recursos locales y la inclusión de fuentes renovables-, cabe inferir que durante
la crisis del petróleo, Brasil se preocupó por ofrecer a su ciudadanía alternativas más
económicas, rentables y sostenibles en la canasta energética, pero el dejar pasar la oportunidad
de obtener mejores resultados pone en duda la importancia que la consecución del séptimo
ODS tiene para este país. Los datos expuestos para Colombia demuestran que hay un largo
camino por delante en la búsqueda por mermar la dependencia al petróleo pues las fuentes
renovables están aún lejos de considerarse una opción viable para reemplazar este recurso fósil;
la sostenibilidad parece no ser una prioridad en la generación de energía, y por ello, se deja
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pasar la oportunidad de impulsar un sector empresarial que no sólo tiene gran potencial en
recursos para responder a una crisis global, sino que también está ganando protagonismo
internacional debido a la utilización de energías menos contaminantes.
De otro lado, el enfoque de la racionalidad de las políticas públicas, permite analizar que en
el caso brasileño las disposiciones estatales fueron racionales en la medida en que
efectivamente estuvieron orientadas a los problemas coyunturales y decidieron priorizar la
situación interna (escándalo de corrupción) antes que sacar provecho de la capacidad instalada
para ser un gran beneficiado de las condiciones internacionales. Por su parte, de la legislación
colombiana se puede decir que aunque dejó de lado elementos fundamentales, tuvo ciertas
respuestas favorables para el escenario de 2013 a 2015; no obstante, se identificó que en el
momento en cual el crudo comenzó su recuperación, la racionalidad de las diferentes
resoluciones dio un giro en el cual los estímulos para la industria de los biocombustibles se
debilitaron, llegando incluso a perjudicar su rendimiento.
En síntesis, esta monografía reveló que, con base en los indicadores propuestos por la
CEPAL, los marcos institucionales de Brasil y Colombia han dado una respuesta parcial para
impulsar la producción de biocombustibles bajo el contexto de la caída de los precios del
petróleo, lo cual ha repercutido en la consecución de la Seguridad Energética de cada país. Se
puede hablar de parcialidad, por cuanto se reconocen productos sustanciales en la evaluación
del logro de objetivo, pero aún hay deficiencias en lo que a efectividad se refiere. Sumado a
esto, se observó que las instituciones optaron por restringirse de desplegar ciertos esfuerzos o
aprobar algunas medidas que hubiesen facilitado la posibilidad para los biocombustibles de
tener un mejor posicionamiento y mayor competitividad frente a otras industrias. Finalmente,
tal como se ha reiterado, los indicadores decayeron en el último año, lo que advierte la falta de
consistencia en la elaboración de políticas públicas a través de los años.
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RECOMENDACIONES
La monografía estuvo delimitada en la crisis de los precios del petróleo, pero partió de la
premisa de no ser un estudio causal, puesto que se realizó un análisis tendencial de las variables
de estudio, procurando observar cambios significativos que respondieran efectivamente a las
políticas públicas formuladas en medio de la crisis del crudo. Por tal motivo, se recomienda
para próximas investigaciones, realizar un estudio para profundizar en la relación causa-efecto
que existe entre la situación que el crudo atravesó entre el 2013 y el 2016, y la elaboración de
políticas públicas para el sector de biocombustibles; haciendo uso de herramientas de tipo
cuantitativo, como es el caso de modelos econométricos.
De otro lado, al tener como contexto una coyuntura reciente, se sugiere retomar la
evaluación aquí emprendida en otro momento, cuando haya más información disponible, sobre
todo en lo que respecta a la participación específica del etanol y el biodiésel en la distribución
de la matriz energética, así como las emisiones de GEI discriminadas por subsector.
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ANEXOS

Anexo 1. Valor Captado de Financiaciones Públicas Para el Cultivo de Caña de Azúcar

Fuente: Empresa de Pesquisa Energética, 2017.

Anexo 2. Importación de Etanol Según Regiones Geográficas y Países -2011-2016

Fuente: Agência Nacional do Petróleo, Gás Natural e Biocombustíveis, 2017.
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Anexo 3. Exportación de Etanol, Según Regiones Geográficas y Países- 2011-2016

Fuente: Agência Nacional do Petróleo, Gás Natural e Biocombustíveis, 2017.
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Anexo 4. Capacidad Productiva de Biodiésel de Brasil

Fuente: Elaboración propia con base en el Análise de Conjuntura dos Biocombustíveis
(Empresa de Pesquisa Energética, 2017).
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Anexo 5. Matriz Energética de Brasil 2013-2015

Fuente: Elaboración propia con base en información brindada por la Empresa de Pesquisa
Energética
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Anexo 6. Información Estadística de Etanol Anhidro de Caña

Fuente: Federación Nacional de Biocombustibles, 2017
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Anexo 7. Datos Generales del Uso de Etanol en Colombia

Fuente: USDA Foreign Agricultural Service, 2017.
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Anexo 8. Información Estadística del Biodiésel de Palma de Aceite

Fuente: Federación Nacional de Biocombustibles, 2017
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Anexo 9. Datos Generales del Uso de Biodiésel en Colombia

Fuente: USDA Foreign Agricultural Service, 2017.
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